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INTRODUCCION y PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.


n los Tiempos actuales, los adelantos tecnológicos en materia de comunicación avanzan a pasos agigantados, incluso para el Derecho qué de una manera u otra, trata de regular estas innovaciones con legislaciones análogas mas no ideales para las necesidades y conflictos que se derivan de la utilización que se les da a este tipo de medios; ya que por su naturaleza, el uso y dinámica de funcionamiento de estos sistemas, varia significativamente de otras vías de comunicación ya reguladas. Siendo obligación del Derecho, por medio de sus legisladores, el normar detalladamente cualquier aspecto o circunstancia que pueda dar origen a conflictos y mal interpretaciones de la ley, teniendo como objeto el proporcionar una seguridad jurídica plena al gobernado.

Los sistemas económicos, gubernamentales, políticos e industriales dependen hoy en día, para su competitividad y desempeño en la tecnología y su forma de empleo, y entre todos los avances tecnológicos, destaca grandemente la tecnología informática, (Neologismo derivado de los vocablos Información y Automatización), cuyos instrumentos operativos de esta son materialmente los ordenadores de datos o computadoras; estos procesadores han revolucionado con sus alcances el estilo de vida del ser humano, primordialmente en la actividad productiva y de servicios; se dice, que “Un número siempre más creciente (alrededor del 65%) de empresas de los países industrializados, dependen para su competitividad del desarrollo informatico”1.

Entre muchos de los beneficios obtenidos por el uso de las computadoras encontramos las Redes de información, objeto de estudio de la Telemática (Mezcla de Telecomunicación e Informática), que establece transmisiones de datos vía módem o por cable entre computadoras personales, gubernamentales o de empresas intercomunicandolas entre sí, logrando en cuestión de segundos, en diferentes lugares del planeta, entre muchas cosas, interactuar en la constitución de un acuerdo comercial; discutir cuestiones políticas entre usuarios de varios países; Leer y aportar directamente puntos de vista sobre un documento de las Naciones Unidas a escasos segundos de ser publicado; visitar virtualmente la Casa Blanca en Washington o participar activamente en un vídeo juego de simulacro militar.

Las Redes de cómputo tanto privadas como públicas han revolucionado en todos los aspectos el ritmo de vida de la sociedad, trayendo beneficios y aplicaciones múltiples. Un nuevo medio de comunicación que para su funcionamiento depende de otros; un medio de comunicación que en su esencia es la mezcla de todos los demás sin parecerse mas a uno o a otro. Se asemeja a la televisión en la transmisión de sonidos e imágenes en movimiento; a la imprenta en la publicación de textos y gráficos, acorta distancias como el teléfono a un costo menor; permite la publicación permanente de documentos y gráficos a escala mundial sin censuras ni impuestos de importación; facilita la transmisión de información y paquetes de programas de cómputo en minutos sin pagar aranceles por transferencia de tecnología; sustituye al gobierno en el servicio postal; hace posible la comunicación por medio de “vídeo conferencias” entre varias personas de diversas partes del mundo al mismo tiempo al costo que un enlace telefónico local; es una herramienta poderosa en las relaciones comerciales en todas sus formas; proporciona servicios múltiples como lo son: bolsa de trabajo, prestación de servicios profesionales en todos los campos, consulta de material didáctico y bibliográfico, grupos de discusión etc. todo esto sin fronteras ni limitaciones de horario o lenguaje, añadiendo la peculiaridad de que cada computadora personal que reúna los requisitos técnicos mínimos, tiene el potencial de ser una estación televisora, radiodifusora e imprenta y todo lo que esto implica.

Los beneficios son innumerables, pero conjuntamente trae interrogantes e inseguridad a los estudiosos del Derecho, usuarios y autoridades: ¿Las legislaciones y sus órganos de aplicación en nuestro país están preparados para regular y vigilar la correcta utilización de este medio?, ¿Cierta información transmitida por la Internet y Redes públicas de cómputo es confiable?, ¿Existe censura de material no apto para menores de edad?, ¿Facilita la comisión de ilícitos como lo son la piratería y el lavado de dinero?, ¿Es seguro transmitir información o hacer ordenes de pago por Internet? ¿Que fuerza legal tienen las obligaciones adquiridas por Red?, ¿Que valor probatorio tiene la información obtenida por este medio?.

La Internet, como líder mundial en Redes de cómputo ha roto todos los esquemas preestablecidos en cuanto a medios de comunicación se refiere, permitiendo mundialmente la libre circulación de informaciones, capitales, bienes y servicios; creando conflictos de territorialidad de leyes y en muchos casos, ha tomado por sorpresa las legislaciones nacionales y descubierto la carencia de tratados internacionales que regulen este tráfico de bienes.

La aplicación de leyes relativas y adaptables análogamente a los problemas que surgen con motivo de este servicio en muchos casos ha sido deficiente.

Es probado que un medio de comunicación sin un control claro y especifico puede ser la peor arma contra el sistema político y cultural de una nación. Hoy día la globalización de la información con ayuda de herramientas como la Internet es un hecho y el riesgo de deformar nuestras raíces culturales se incrementa, siendo obligación del Derecho a través de sus legislaciones, el prevenir y castigar aquellos actos o conductas que se consideren nocivas para la sociedad y el estado.

Por estas razones surge la necesidad de crear un marco legal concreto que por medio de sus conceptos y figuras jurídicas encuadre a la perfección las peculiaridades de este medio, regule su utilización y prevenga la comisión de ilícitos y delitos; que contemple los objetivos primordiales de:

· Explotar adecuadamente todos los beneficios que estas nuevas tecnologías informáticas implican.

· Fomentar el desarrollo mercantil e industrial del país.

· Vigilar la información transmitida por este medio procurando conservar la cultura e identidad nacional.

· Proteger los valores morales y cívicos de la sociedad.

· Proporcionar a los usuarios una seguridad jurídica plena en los actos jurídicos realizados por Red y en general evitar cualquier mal empleo que se le pueda dar.

El desarrollo del presente trabajo, es una labor de investigación donde se exponen las regulaciones actuales aplicables a este medio de comunicación, comparando legislaciones extranjeras al respecto y sugiriendo posibles reglas para su uso; se busca destacar la problemática actual proponiendo alternativas que impulsen, propicien y faciliten el uso de estos adelantos, donde es probado que una justa y clara legislación en materia de comunicaciones, trae como consecuencia el adelanto directo e indirecto económico, cultural y recreativo de toda una nación.

Los cuestionamientos a analizar, se refieren a la incertidumbre que se presenta cuando surgen adelantos tecnológicos que por sus características innovadoras, confunden conceptos legales de aplicación análoga al grado de caer en la creencia de que existe una “Laguna” total en la ley. Ya que, por su misma condición de novedad, no existen interpretaciones jurisprudenciales o costumbres arraigadas que puedan aplicarse supletoriamente.

El objeto del presente estudio, es el de especificar características propias del sistema de Redes de cómputo y su acomodo en las legislaciones nacionales actuales, demostrando que si bien no ideales, existen normas que regulan actualmente el uso de la Internet y Redes de cómputo, así como destacar las deficiencias y vacíos legislativos.

CAPITULO PRIMERO

CONCEPTOS BASICOS Y CLASIFICACION LEGAL DE LA INTERNET Y REDES DE CÓMPUTO.

PREÁMBULO.-

El primer cuestionamiento que se nos presenta al intentar hacer un estudio con enfoques jurídicos sobre Redes de computadoras, es precisamente la clasificación que se les da como instrumento de emisión y recepción de señales. ¿Qué hace diferente a este servicio con otros medios de comunicación similares?. Por lo cual, en el desarrollo del presente capítulo se expondrán de una manera sencilla y sin caer en tecnicismos ni conceptos rebuscados, las peculiaridades y características propias que presentan las Redes de cómputo y su intervención en las telecomunicaciones; su mecánica de funcionamiento e infraestructura; su origen y las distintas aplicaciones y servicios que proporcionan y que en su totalidad, son materia de normatividad jurídica.

Se empezará por definir el concepto de telecomunicación legal adoptado por México a partir del Reglamento de la Telecomunicaciones Internacionales suscrito en Melbourne, Australia y publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 12 de agosto de 1991, donde se unifica el concepto de telecomunicación como: Toda transmisión, emisión o recepción de signos, señales, escritos, imágenes, sonidos o informaciones de cualquier naturaleza por hilo, radioelectricidad, medio ópticos u otros sistemas electromagnéticos. Partiendo de ésta definición, se enmarcarán en diferentes disposiciones legales y reglamentarias, los diferentes tipos de telecomunicaciones que son motivo del presente estudio.

CONCEPTOS GENERALES DE REDES DE COMUNICACIÓN.

Las redes de comunicación reciben varias clasificaciones según su utilidad, en términos generales existen de carácter público y privado, y se subclasifican en relación con el uso para el cual fueron creadas como lo podrían ser las Redes públicas telefónicas y telegráficas, Redes locales y de larga distancia, Redes de radiocomunicación y celulares, Redes de comunicación por satélite etc. En general todas las mencionadas, se encuentran interrelacionadas entre sí y para su instalación, establecimiento, mantenimiento, operación y explotación se requiere de la autorización y vigilancia del gobierno.

En la legislación federal de telecomunicaciones publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha de 7 del junio de 1995, se les define como “el sistema integrado por medios de transmisión, tales como canales o circuitos que utilicen bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico, enlaces satelitales, cableados, redes de transmisión eléctrica o cualquier otro medio de transmisión, así como, en su caso, centrales, dispositivos de conmutación o cualquier equipo necesario”.
 Este concepto difiere en forma más no en fondo con la definición contenida en la reglamentación federal de la misma ley, que tipifica las redes de una manera más amplia y a nuestro gusto mejor adecuada con la generalidad del dispositivo legal, estableciéndola de la siguiente manera: La infraestructura o instalación que establece una red de canales o circuitos para conducir señales de voz, sonidos, datos, textos, imágenes u otras señales de cualquier naturaleza, entre dos o más puntos definidos por medio de un conjunto de líneas físicas, enlaces radioeléctricos, ópticos o de cualquier otro tipo, así como por los dispositivos o equipos de conmutación asociados para tal efecto.

Las definiciones anteriores se refieren a las características técnicas y materiales de las Redes de telecomunicaciones. Estas regulaciones fueron originalmente creadas para describir los principios básicos de todas las variantes de Redes de comunicación; enfocadas principalmente a los servicios de Telefonía, TV Cable, Radio localización, Telefonía Celular etc. asimismo, se adaptan de manera análoga como base legal de descripción del sistema de red por computadora, ya que, la interconexión de computadoras se puede realizar por sistemas de transmisión casi totalmente regulados, como lo son el cableado telefónico, microondas, satélites, cableado especial para Red (X25), fibra óptica e incluso por T.V. Cable.

REDES PRIVADAS.-

La instalación y operación de redes privadas de computadoras es una practica común en empresas, oficinas gubernamentales y universidades, facilitando así el tráfico de datos de una manera sencilla y rápida. Se pueden instalar Redes de diversas maneras, ya sea con elementos propios como lo son: el cable serial y las tarjetas de red o utilizando herramientas arrendadas o concesionadas como lo son las líneas telefónicas y el cable usado para transmitir imágenes de televisión; La diferencia que le otorga la ley a las Redes de telecomunicaciones privadas con las públicas radica en el ánimo de lucro o explotación comercial por el uso de esta infraestructura; siendo que la legislación federal se refiere básicamente al uso de los soportes técnicos y equipo empleado en la instalación de estas redes, así como a los fundamentos generales para concesionar la explotación de redes de telecomunicación, vigilancia y control de las autoridades sobre los prestadores del servicio, plazos, requisitos y medidas de apremio. Todo esto dirigido más a un aspecto técnico sin hacer alusión a la información o actividades realizadas por medio de la red de cómputo.

El concepto legal que se le da a este servicio privado, varia entre la Ley de telecomunicaciones y su reglamento, siendo éste último mas especifico en cuanto al concepto adoptado para definirlas; de igual manera el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, parte del principio de no - lucro por el uso de la infraestructura como punto de diferenciación entre redes publicas y privadas, estableciendo una comparación de la siguiente manera:

Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLC Art. 1310): comunicaciones internas de la Empresa: “las telecomunicaciones mediante las cuales una Empresa se comunica:

a) Internamente o con o entre sus subsidiarias, sucursales y filiales, según las defina cada una de las partes; o

b) de manera no comercial, con otras personas que sean fundamentales para la actividad económica de la empresa, y que sostengan una relación contractual continua en ella, pero no incluye los servicios de telecomunicaciones que se suministren a personas distintas a las descritas en esta definición”.

Ley Federal de Telecomunicaciones (LFT Art. 3, f. IX): Red Privada de Telecomunicaciones: “la red de telecomunicaciones destinada a satisfacer necesidades especificas de servicios de telecomunicaciones de determinadas personas que no impliquen explotación comercial de servicios o capacidad de dicha red”.

Reglamento de Telecomunicaciones (RT Art. 2, f II, 2º p): Red Privada de Telecomunicaciones: “Es una red de telecomunicaciones que establece una persona física o moral con su propia infraestructura o mediante el arrendamiento de canales o circuitos de redes públicas de telecomunicaciones para uso de sus comunicaciones internas o privadas, que en su caso le pueden permitir comunicaciones no permanentes con sus clientes o proveedores y constituyen auxiliares a una vía general de comunicación o de explotaciones industriales, agrícolas, mineras, comerciales o similares”.

Las definiciones tanto de la legislación nacional como del TLC, igualmente se refieren al uso y operación de carácter interno que deben de tener para ser consideradas como tales, ya que una Red privada partiendo de estos conceptos, bien podría ser además de sistemas de cómputo, un conmutador telefónico con varias líneas; un sistema de circuito cerrado de televisión, o un sistema de comunicación por radio. El problema triple (Técnico, Lógico y Jurídico), radica cuando estas Redes privadas son enlazadas con Redes públicas, como fue lo que sucedió con la Internet. 

En cuanto al requisito de contar con permiso de la Secretaría o de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, existe contravención entre la Ley Federal con su reglamento, prevaleciendo la primera que dispone que las redes privadas de telecomunicaciones no requerirán de concesión, permiso o registro para operar, salvo que utilicen bandas de frecuencias del espectro o exploten comercialmente los servicios de ésta.

Aparentemente las implicaciones legales de mal uso que se les pueda dar internamente a las redes privadas de computadoras son menores en comparación con las públicas, más no están exentas de ser materia de regulación ni de la posibilidad de utilización de éstas para la comisión de ilícitos; el riesgo es menor ya que por su naturaleza, todas las máquinas que están conectadas entre sí de manera privada, forman parte de una misma empresa o equipo de trabajo; de una actividad coordinada por reglamentos internos o las terminales se encuentran en un mismo lugar o porción territorial, no existiendo en estos casos el acceso al exterior o a personas ajenas a la empresa, y el flujo de datos solamente puede ser accesado por usuarios autorizados, quienes con anterioridad a su admisión son plenamente identificados, así como el lugar de operación en el que se trabaja por sistemas de control; implementos de los que adolecen por su misma naturaleza las redes de comunicación publicas. 

Algunas de las Redes privadas de cómputo más populares en el ámbito mundial son: la Red Internacional de Servicios Policiacos (NICS),
 que permite el acceso únicamente a corporaciones autorizadas como lo son procuradurías y direcciones policiacas, con fines de intercambio de información sobre personas buscadas, vehículos robados, antecedentes penales, identificación de cuerpos y huellas digitales etc. Otra Red privada de índole comercial, y que no es utilizada con fines de explotación, sino de organización es la empleada por la Sociedad Internacional de Telecomunicaciones Aeronáuticas, empleada para control y reservación de asientos en vuelos nacionales e internacionales entre distintas compañías aéreas. En el mismo sentido está la red global de cómputo de las bolsas de valores, donde en cuestión de segundos se transmiten a los usuarios autorizados en cualquier parte del mundo la información relacionada con cotización de acciones y valores; y la cada vez menos privada EURONET, quien originalmente solo permitía el acceso a sus bancos de datos a dependencias autorizadas, y en su afán de competir con la INTERNET, ha abierto sus puertas al público con mínimas  condiciones de seguridad.

En el territorio nacional encontramos Redes privadas en todas partes: instituciones educativas, negocios, despachos de prestadores de servicios, empresas etc., entre las más notorias se encuentran las utilizadas por el gobierno federal y sus dependencias para el procesamiento y transferencia de acuerdos, oficios, expedientes e información clasificada; comerciales como la empleada por Enlaces Terrestres Nacionales (ETN) y otras empresas de transportes para la reservación de asientos y autobuses, y educativas como la Red propiedad de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), quien cuenta con una sección abierta al público por medio del World Wide Web (WWW), y mantiene su Red interna para asuntos exclusivos.

REDES PUBLICAS.-

Es en las Redes públicas de computadoras donde el derecho encuentra su mayor fuente de conflictos jurídicos relacionados con el flujo de datos en el territorio nacional y al extranjero, asimismo la inseguridad generada por el tráfico de determinado tipo de información es latente. La Legislación Federal en Telecomunicaciones en su artículo 3º fracción X, define las Redes públicas de telecomunicaciones como: “la Red de telecomunicaciones a través de la cual se explotan comercialmente servicios de telecomunicaciones, La Red no comprende los equipos terminales de telecomunicaciones de los usuarios ni las redes de telecomunicaciones que se encuentren mas allá del punto de conexión terminal.”
La definición anterior centra su concepto de publicidad en la explotación comercial de Redes de telecomunicación, en las que se contemplan las Redes de cómputo como derivación de este servicio, la explotación comercial a la que hace referencia se enfoca exclusivamente en cuanto a la prestación de los medios para entablar las redes, cómo lo serian las líneas telefónicas y el proveedor de acceso, dejando a otras regulaciones las implicaciones comerciales peculiares que se puedan realizar utilizando éstas como medio, como lo serian la publicidad, ofertas de venta, contratos mercantiles etcétera. 

En la reglamentación aplicable al ordenamiento anterior se profundiza en la definición, delimitando el campo de aplicación de la ley en cuanto a lo que es considerado como material o equipo de la Red pública, definiéndolo de la siguiente manera: Art. 2º- Red Pública de Telecomunicaciones: Red de telecomunicaciones que se explota para prestar servicios de telecomunicaciones al público, la cual se limita a aquella por la que se pueden conducir señales:

a) Entre puntos de conexión terminal de la red.

b) Entre puntos de conexión terminal de la red y puntos internos de servicios de la red.

c) Entre puntos internos de servicio de la red, sin prestar servicios a terceros.

d) Entre un equipo terminal de telecomunicaciones disponible para el público y cualquier punto de la red.

Una red pública de telecomunicaciones no comprende los equipos terminales de telecomunicaciones de los usuarios ni las redes de telecomunicaciones que se encuentran más allá del punto de conexión terminal; En estos términos, la ley y su reglamento pretenden abarcar adecuadamente todo tipo de servicios presentes y futuros que implique transmisión de comunicaciones, y define a su vez ampliamente el concepto de telecomunicación en todas sus formas y variantes, sin dejar vacío jurídico en lo que a especificaciones respecta.

Existen numerosas y variadas clases de redes públicas de computadoras: locales, nacionales e internacionales; por giros comerciales, educativos o de gobierno, encontrándonos a la Internet como la Red de Redes: el punto de unión entre todas las mencionadas sin especificar giro en especial o fronteras establecidas. Un usuario es miembro de una red local que utilizando el mismo protocolo de lenguaje es conectado a otra red de mayor capacidad y servidores, y ésta a su vez a otra y así sucesivamente en todo el mundo en cuestión de segundos. 

El éxito de Internet radica en un mismo “lenguaje” o protocolo utilizado por las computadoras como idioma digital de comunicación y que cuenta con la posibilidad de ser transmitido por medios de telecomunicación en general como lo es el cableado telefónico, la señal codificada en microondas, el cable de televisión, la fibra óptica, etc.

Entre los mayores riesgos que se presentan en el uso de las Redes públicas de computadoras está el que implica la facilidad para publicitar o transmitir cualquier tipo de información por medio de servidores, así como la ausencia de registros o censuras al acceso, ya que para entrar o como comúnmente se le ha llamado “navegar”, no son necesarios tantos requisitos como en las redes privadas; en algunos casos se introducen claves de acceso al software o programa de protocolo requerido para utilizar los servicios de la Red o conectarse al proveedor de acceso, en estos casos, únicamente se realiza con fines comerciales de contabilizar el tiempo en línea o conectado al proveedor, pero no existe control o registro de usuario o de servidor. Teniendo como consecuencia de ésta facilidad legal, el incremento del riesgo de mal uso y comisión de ilícitos utilizando como instrumento este medio de comunicación.

DIFERENCIAS ENTRE REDES DE TELECOMUNICACIONES Y REDES DE COMPUTADORAS.

Se considera importante para obtener los objetivos planteados en el presente estudio, el hacer una distinción mas detallada sobre las significaciones de los términos Red de Telecomunicación y Red de Computadoras; se podría decir que la primera es el género y la segunda la especie, o de otra manera la Red de telecomunicación es la infraestructura básica de toda red de computadoras: El cableado, los mecanismos y sistemas operativos materiales esenciales para que una Red de cómputo pueda transmitir su información a puntos distantes; la Red de cómputo utiliza a la primera como medio de funcionamiento, más su esencia reside en el flujo de datos (gráficos, sonidos etc.) que son transmitidos a otra terminal o computadora conectada a una Red de telecomunicación (local/privada o amplia/pública). Un término más descriptivo para las Redes de cómputo seria el de Telemática, utilizado originalmente por los franceses Simón Nora y Alain Mine como combinación de las palabras telecomunicación e informática; otra definición utilizada en los Estados Unidos para describir el mismo concepto es la de Compunications o comunicaciones por computadoras, introducida por Anthony Gettinger investigador de la Universidad de Harvard
.

Pueden existir Redes de telecomunicación sin ser de cómputo (teléfonos, fax, telex, T.V. cable etc.), más toda Red de computadoras utiliza una o varias Redes de telecomunicaciones para su aplicación.

La estructura de una Red de telecomunicación, es clasificada por secciones locales o territoriales donde se encuentran los medios técnicos de funcionamiento (Estaciones emisoras, cableados, etc.) estableciendo puntos de conexión terminal en la zona donde terminan físicamente las obras de cableado o alcance del equipo, y empiezan las pertenecientes a otra jurisdicción de concesionario o de territorio extranjero. Las legislaciones nacionales regulan la correcta aplicación y funcionamiento de las Redes de telecomunicaciones existentes dentro del territorio nacional. En cambio, las Redes de computadoras públicas y algunas privadas, en su esencia no tienen limites o fronteras preestablecidas, ni organismo o dependencia gubernamental que delimite los linderos de éstas, por lo que para poder controlar y vigilarlas necesariamente se tendría que utilizar como medio de aplicación las Redes de telecomunicaciones.

MECANICA DE FUNCIONAMIENTO DE REDES DE COMPUTADORAS.

La instalación y mecánica de funcionamiento de la telemática se obtiene conectando una terminal de cómputo que reúna los requisitos técnicos mínimos, con un servicio preestablecido de telecomunicaciones que posibilite la comunicación; siendo los más utilizados y prácticos: La conexión por cable serial o digital, (utilizado generalmente por Redes privadas pequeñas); comunicación vía módem utilizando líneas telefónicas; conexión por medio de convertidor de señal de cable de televisión a protocolo o lenguaje de computadora (llamado Cablemodém); Enlace satélital o de microondas como complementario de los anteriores, e incluso mixtas, estableciendo el enlace entre el usuario y un proveedor de acceso o distribuidor del servicio de Red, y él a su vez emplea los mismos medios o utiliza líneas arrendadas o especiales de transmisión, para conectar al usuario con la Internet o la Red deseada. Fungiendo este último básicamente como intermediario proporcionando acceso al usuario en calidad de miembro de su Red y de esta manera conectarse a otras que en conjunto forman la Internet (Red de Redes).

Siendo que, tanto los usuarios que requieran servicios de Red como lo son el correo electrónico, transferencia de archivos por FTP, visitas a servidores etc. Así como las personas físicas o morales que deseen poner un servidor o una “página” en la Internet para publicitarse o establecer grupos de platicas, directorios permanentes etc., tienen que hacerlo por medio de un proveedor de acceso, quién prácticamente es el encargado de cada Red y su labor consiste principalmente en prestar el servicio de conexión de su Red con todas las demás.

SERVIDORES DE RED (WEB SERVERS).

Los servidores de Red, son computadoras especiales en funcionamiento permanente, con servicios o información determinada en su disco duro que pueden ser “visitados” remotamente a través de Redes de telecomunicación, vía proveedores de acceso por medio de una o varias “direcciones electrónicas” (claves de entrada en palabras que cumplen la misma función de los números telefónicos, Ejemplo: http://www.leon.uia.mx. {hiper text transfer protocol: World Wide Web . ciudad de León . universidad ibero americana . méxico .} ), para obtener información (planos, artículos, periódicos. etc.), programas de cómputo (antivirus, procesadores de textos, “demos” de programas etc.), entablar pláticas o aportar puntos de vista sobre diversos temas; En el caso de la emisión y recepción de correo electrónico (E-Mail) el proveedor de acceso hace las veces de servidor, o en otros casos el usuario puede utilizar su terminal de cómputo con los requerimientos técnicos básicos como un servidor, siendo este supuesto más costoso y complicado.

GASTOS POR UTILIZACION DEL SERVICIO DE RED.

Los costos de instalación y mantenimiento de cada Red son pagados por los usuarios o propietarios del servidor, quienes conjuntamente pagan mensual o anualmente una cuota al proveedor de acceso por la prestación de sus servicios e independientemente cada propietario de computadora o terminal, conectada a la Red paga a los prestadores de las Redes de telecomunicación por el uso de estas en la conexión con el proveedor de acceso, ya sea por tiempo o por evento en el caso de líneas telefónicas, mensualmente en compañías de cable de televisión etc. Es conveniente mencionar que estos costos son para el acceso general a la Internet o Redes externas, y en caso de solicitar el usuario el acceso a Redes privadas, especiales o de subscripción, el costo de membresía así como el contrato de prestación de servicios de la Red de subscripción, implica una erogación independiente de las ya mencionadas. (Ejemplos: boletines de noticias (BBS), y servicios de acceso al Diario Oficial de la Federación entre otros.)

UTILERIAS Y SERVICIOS PROPORCIONADOS POR RED.-

Entre los beneficios proporcionados por las Redes de cómputo, encontramos varios que claramente son susceptibles de regulación y vigilancia por parte del Derecho, en algunos encontramos gran similitud con medios de comunicación cuya aplicación es regulada como los son la radio, la televisión, el correo y la imprenta.

En la práctica se presentan controversias en cuanto a sí las Redes de computo y sus implicaciones son susceptibles de recibir el mismo tratamiento legal que los medios de comunicación anteriormente mencionados. Con el objeto de establecer similitudes y diferencias entre éstos se hará una breve descripción de las aplicaciones más comerciales que se le pueden dar a las Redes de cómputo y sus variantes.

· Servicio de acceso a la RED LIBRE MUNDIAL (World Wide Web o WWW): Esta útileria hoy día es la aplicación más popular en todos los ámbitos de redes de cómputo; se podría decir que constituye el alma de la Internet, ya que está constituida por servidores en todo el mundo que utilizan para relacionarse un mismo protocolo o “frecuencia” llamada el http. (Hiper Text Transfer Protocol), un lenguaje de red que unifica la forma de transmitir información, y que abarca desde simples escritos hasta animaciones, videogramas, melodías, fotografías etc. Existen actualmente millones de “páginas” en la Red, proporcionadas por servidores situados en todo el mundo.

La dinámica de funcionamiento de ésta aplicación se basa principalmente en “páginas”; formato de texto con animaciones correlacionadas para interactuar con la información contenida en las mismas; existe la página principal o “Home page”, que hace la función de recepcionista del sitio, indicando al visitante las opciones que ofrece y es por medio de “ligas” o ruteadores que es posible accesar a las “subpáginas”, (palabras subrayadas o por lo general remarcadas de color azul, que al señalarlas con el “ratón” automáticamente “envían” al usuario a otra página de información situada en el mismo servidor y en ocasiones a distintos servidores situados en otra ubicación geográfica). Ejemplo de una “página” madre sería http: // www.heavensgate.com (hiper text transfer protocol {protocolo de transferencia de hiper textos}. world wide web {Red libre mundial} . heavensgate {“página” madre de un servicio de información, en éste caso de un grupo teológico . com {abreviatura del giro al que esta relacionada, en este caso comercial}). Así, señalando en el texto de introducción de esa página una “liga” o palabra remarcada, como lo podría ser “estatutos”, automáticamente se traslada a otra dirección electrónica o a un subdirectorio en el mismo servidor, que contenga información referente a los estatutos del grupo. Este sistema facilita al usuario el acceso a la información, ya que evita el estar copiando y tecleando direcciones electrónicas que en ocasiones suelen ser innumerables.
En el sistema de la Red libre mundial, existen varias herramientas para facilitar el acceso y búsqueda de páginas, así como servicios de directorios donde tecleando palabras relacionadas con la información que se desea, proporciona las direcciones electrónicas relacionadas con la palabra o tema buscado. Entre los cuestionamientos legales en relación con estas “páginas”, están los relacionados con la ubicación geográfica de éstas y la jurisdicción legal aplicable a la información o a la dinámica contenidas en el cuerpo de las mismas; Los referentes al material o calidad de la información transmitida por algunas y la determinación de tiempo, modo y lugar en la posible comisión de ilícitos y su detección en nuestro país.

· Servicio de Correo Electrónico: ésta aplicación fundamentalmente se basa al igual que el servicio postal y de correo convencional, en la emisión y recepción de mensajes de carácter privado: escritos, gráficos e incluso en algunos casos con ayuda de ruteadores o hardware especial, de “videoconferencia” o imágenes en movimiento con sonidos y voz; con la peculiaridad de que un mensaje electrónico llega a su destino sin importar la distancia entre emisor - receptor en un lapso infinitamente menor de tiempo, ya que, en una correspondencia electrónica transmitida de un lado a otro del planeta, el tiempo de envío en circunstancias normales no excede de diez minutos para llegar a su destino.
La mecánica de funcionamiento se realiza igualmente a través de los proveedores de acceso, quienes en éste caso, desempeñan el papel de un “apartado postal”. En caso de que la terminal a quien va dirigido determinado mensaje se encuentre fuera de servicio o apagada, el proveedor de acceso retiene en sus terminales el mensaje y cada determinado lapso de tiempo o al conectar la terminal del usuario a quien va dirigido el mensaje con su proveedor automáticamente se le manda el correo a su memoria; sí en un periodo de tiempo determinado (varía a elección de él usuario receptor) no existe respuesta o la terminal permanece apagada, el mensaje es regresado al emisor por la misma vía, especificándose el motivo por el cual fue devuelto. El mismo procedimiento es aplicado en caso de que la dirección electrónica sea incorrecta o haya dejado de existir.

Existen en el mercado servicios privados de mensajería electrónica, donde la correspondencia no es enviada directamente a la terminal del receptor por medio de su proveedor de acceso, sino a un servidor independiente situado en otro lugar u otro país, cuya función consiste en almacenar mensajes dirigidos a sus miembros, quiénes para verificar su “buzón”, tienen que accesar por medio del “world wide web” a un servidor y una vez ahí teclear su clave personal para accesar a su archivo privado y revisar sus mensajes. En la mayoría de los casos este servicio es de manera gratuita, ya que su manutención es a cargo de los diversos patrocinadores que se anuncian por medio de esta página o servidor.

Entre los servicios relacionados con el correo electrónico, encontramos útilerias para mandar el mismo mensaje a varios usuarios; servidores que al recibir documentos relacionados con temas específicos, los mandan a usuarios suscritos al servicio e interesados en recibir información referente a un tema. Es importante especificar que tanto los mensajes como las direcciones de correo electrónico deben ser de carácter privado y confidencial, siendo que en la práctica, opuestamente al correo convencional la transmisión de mensajes por medio de las vías de telecomunicaciones es susceptible en mayor proporción de ser interceptado en su trayecto o de ser copiado por terceros con uso de programas de cómputo, siendo en el último de estos casos extremadamente difícil de descubrir la violación a la privacidad del destinatario.

· Servicio de Transferencia e Intercambio de Programas y Archivos: Esta aplicación es de gran utilidad en todos los niveles y ámbitos económicos y culturales, ya que, por medio de herramientas FTP (File Transfer Protocol) o IPX (Internet Package Exchange), es posible con uso de las Redes de cómputo el enviar a una terminal conectada en cualquier punto del planeta, archivos de cualquier índole (documentos, bases de datos, hojas de cálculo etc.) o programas de cómputo parcial o totalmente para pruebas. Existen riesgos en la transferencia de estos archivos como lo serian el robo de datos confidenciales, la transmisión de programas piratas o ilegales o el daño de terminales por medio del envío de virus de cómputo a través de esta útileria.

Actualmente, las medidas para contrarrestar los inconvenientes mencionados han sido mas técnicas que legales, ya que en la mayoría de los casos, los servidores imponen “candados” a sus programas de cómputo para que estos no puedan ser copiados por medio de Red, estableciendo sistemas de identificación por medios de contraseñas para permitir la transferencia y/o deposito de programas de cómputo e información de archivos.

· Grupos de Plática: Esta función puede ser técnicamente de diferentes maneras; los sistemas de IRC o mejor conocido como “chats” o de charla, ofrecen un servicio donde varios usuarios de diferentes lugares se “reúnen” en un mismo tiempo con el objeto de conversar o discutir diversos temas; es un sistema parecido al correo electrónico con la variante de que no existen direcciones de correo, los usuarios escriben y envían interactivamente sus aportaciones o preguntas y de manera inmediata o en cuestión de segundos los mensajes son transmitidos a los participantes. La mecánica del programa se maneja por medio de un sistema de “ventanas” donde se proyectan en el monitor las aportaciones de cada uno de manera separada.

En los grupos de discusión, la dinámica es distinta, ya que a diferencia de los “chats”, no se requiere para su desarrollo que los usuarios se encuentren al mismo tiempo en diferentes terminales; en ésta variante cada participante envía sus aportaciones y posteriormente lee las respuestas o comentarios de los demás miembros del grupo. Existen distintos grupos de charla y de discusión por idiomas, temas, preferencias, ideologías, etc.

ORIGENES DE REDES DE COMPUTO E INTERNET.

Tocar el tema de los inicios de las Redes de cómputo sin caer en tecnicismos, es difícil, y más aún para alguien que no tiene amplios conocimientos en la materia como lo es nuestro caso, por lo que se intentará hacerlo de una manera muy sencilla y común. Las redes de cómputo fundamentalmente basan su funcionamiento en dos aspectos: el material y el lógico, el primero representa como se comento anteriormente, los medios técnicos materiales o de “hardware” (terminal de cómputo, Red de telecomunicaciones, cableados etc.), y el lógico, es la “vida” de las redes de cómputo se centra en los soportes lógicos o “software” cuya labor consiste en interpretar y traducir la información entre varias computadoras conectadas entre sí, éste soporte se le conoce como NOS o sistema operativo de redes, de los cuales existen diversos y variados según los requerimientos de cada Red; con los años han evolucionado en su mayoría implementando a sus aplicaciones el juego de protocolos de comunicación o lenguaje universal de Internet, conocido como TCP/IP (Transmission Control Protocol/ Internet Protocol), que ofrece una estandarización en las comunicaciones por medio de Redes de cómputo, obteniendo como resultado la intercomunicación entre redes con diversos sistemas operativos.

Originalmente el TCP/IP o Protocolos de Internet, fueron desarrollados por la Agencia de Proyectos de Investigación Avanzada del Departamento de Defensa de los E.U.A. con fines exclusivamente militares de comunicación y de transmisión de información clasificada entre las diversas bases y puestos militares, navales y de fuerza aérea. Instalando la primera Red militar de conexión de termínales de cómputo.

Posteriormente los Protocolos TCP/IP, fueron transmitidos al sistema educativo norteamericano, como protocolo de las Redes internas universitarias. Y posteriormente, la Fundación Nacional de Ciencias de los Estados Unidos (NSF) instaló centrales de cómputo en diversos puntos del país (E.U.) siendo conectadas éstas a varias instituciones educativas y entre ellas mismas, fungían como “puentes” entre las Universidades. posteriormente, a finales de los años ochenta al progresar la tecnología permitiendo la transmisión de datos utilizando las Redes públicas preestablecidas de comunicaciones, descendieron los costos operativos y el acceso a usuarios y servidores se pudo hacer público, la popularidad del nuevo sistema de comunicación ascendió rápidamente; siendo hoy día un medio de comunicación que conecta mas de veinticinco mil redes en todo el planeta.

CONCLUSIONES AL CAPITULO.

Las bases técnicas expuestas de funcionamiento de las Redes de cómputo, son un punto de partida para el análisis jurídico de las distintas divergencias que se han presentado como consecuencia del uso de este nuevo medio de comunicación; ya que un mejor entendimiento sobre la dinámica de uso e instalación de las Redes de cómputo facilita la materialización de criterios y hace más factible a la razón jurídica, una conceptualización concreta de éste medio y las posibilidades de regularlo de una manera clara, concreta y justa con ayuda de términos y ordenamientos legales comunes.

Es, en la nueva Legislación Federal de Telecomunicaciones, cuya iniciativa nace a partir del Tratado de Libre Comercio firmado en 1992, donde se contemplan varios de los conceptos plasmados en el TLC, sentando los criterios de definición de los principios básicos de la prestación de servicios de comunicación por Redes de cómputo; siendo un magnifico punto de partida desde el enfoque legal para llegar a ordenamientos específicos que prevengan el mal uso de éste medio, promoviendo el desarrollo y supervisión por parte del Estado a las empresas y comercializadoras de servicios de telecomunicaciones.

Asimismo, la Ley Federal de Telecomunicaciones añade, a diferencia de las legislaciones canadienses y estadounidenses, el requisito de permiso a los proveedores de acceso y el registro ante la secretaría de comunicaciones de los prestadores de servicios de valor agregado; siendo con uso de esta facultad de control, un posible medio de vigilancia y control de la publicidad e información transmitida por servidores instalados en el territorio nacional, así como de la correcta utilización de las Redes de cómputo por parte de los usuarios.

A su vez, se puede concluir de lo brevemente expuesto en cuanto a sistemas tecnológicos y protocolos de Redes de cómputo, que existe la posibilidad de implantar medios de control con uso de programas de cómputo que controlen y registren el tráfico de las vías de información, y que apoyados por legislaciones concretas armonicen el uso de las Redes con las necesidades económicas y culturales del país.

CAPITULO SEGUNDO.

PROVEEDOR DE ACCESO Y SU REGULACION.

INTRODUCCION AL CAPITULO. 

La rectoría y dominio sobre las vías generales de comunicación corresponde al Estado por conducto de sus Poderes Federales por considerarse éstas de interés público; por lo tanto, atañe a las autoridades federales el concesionar la explotación de estos servicios, así como el vigilar y regular que el uso de los medios de comunicación sea en apego a las normas preestablecidas y en ausencia de éstas, aplicar Legislaciones análogas, criterios jurisprudenciales o derivados de la costumbre, fundamentados en los principios generales del Derecho.

La Internet como medio masivo de comunicación mundial, y su aplicación en el territorio nacional presentan interrogantes en cuanto la jurisdicción del Estado y el grado de rectoría que le corresponde al poder público para regular y vigilar se desempeño, ya que a diferencia de otras vías de comunicación, la Internet no pertenece a nadie en especial, ni se encuentra en un lugar en especifico; se dice, que “esta en el aire” y que por lo tanto es imposible su regulación; pero lo que es cierto es que el “Aire” dentro de nuestro territorio nacional y lo que éste lleve son propiedad originariamente de la Nación y es de interés público el uso que se les dé y los posibles males que puedan transmitirse por esta vía, siendo por lógica jurídica y por su naturaleza, materialmente posible el regular y vigilar el uso e información transmitida por este medio dentro del territorio nacional.

Para la conexión de una terminal de cómputo con una Red o conjunto de Redes de transmisión de datos públicos, necesariamente se requiere de un sistema de telecomunicaciones y de un proveedor de acceso, siendo estos dos, los medios técnicos y tangibles donde el derecho encuentra principalmente su campo de acción para la vigilancia y control de la utilización de este tipo de servicios; en el desarrollo del presente capitulo se analizarán las características y aplicaciones legales a los proveedores de acceso, así como los tratados internacionales suscritos por México en relación con la materia.

CLASIFICACION DE SERVICIOS PRESTADOS POR EL PROVEEDOR DE ACCESO.

El encuadrar legalmente al proveedor de acceso como prestador de una sola útileria sería arriesgado, ya que la diversidad de beneficios que son proporcionados por las comercializadoras de servicios de telecomunicaciones, varían desde la función básica de conectar al usuario con el sistema de Redes; Prestar asesoría y soporte técnico en la instalación de equipo y capacitación a usuarios, hace las veces de depositario de correo electrónico; diseña y relaciona páginas electrónicas, realiza labores de gestoría en la adquisición del nombre de dominio, e incluso ofrece el servicio permanente de publicación de páginas electrónicas de empresas, comercios y profesionistas, fungiendo el mismo proveedor como servidor continuo de direcciones en la Internet.

Según el sistema común de clasificación de servicios1, del cual forma parte México, y que es derivado de la Clasificación Central de Productos de Naciones Unidas (CPC), en el apartado de servicios de procesamiento de información y servicios de telecomunicaciones relacionados, se contemplan variantes de servicios relacionados con la Informática y la Telemática, y que en su mayoría, son prestados por los proveedores de acceso, como lo serían los servicios de: Diseño e Integración de Sistemas de Información Automatizada, Difusión de información y Datos o Servicios de Distribución de Datos, Procesamiento Automático de Datos para Teleprocesamiento, Telecomunicaciones y Transmisión; Servicios Automatizados de Noticias, Servicios de Datos u otros servicios de Información, Compra de Datos (El equivalente electrónico de libros, periódicos, publicaciones periódicas, etc. y otros derivados de procesamiento de datos y telecomunicaciones. 

Asimismo, en la clasificación de servicios de comunicaciones, fotográficos, cartografía, imprenta y publicación existen variantes de servicios que igualmente son prestados por los proveedores de servicios como lo son: Publicidad, Investigaciones de Mercado, Servicios de Diseño de Audio y Visuales, de Imprenta y Publicación; Educativos como la capacitación en Informática por medio de Red, documentales etc.

El común denominador de las aplicaciones descritas, se podría decir que se centra en la prestación de servicios de valor agregado que para su desempeño requieren de la existencia de una Red pública de telecomunicaciones, ya que las funciones primarias realizadas por el proveedor de acceso y prestador de servicios de valor agregado, son enfocadas directamente a la utilización en todas sus variantes, por parte del usuario de Redes de Computo, con todas las implicaciones de funcionamiento y publicidad. Nos encontramos entonces con una figura prestadora de servicios multidisciplinarios, donde su punto de unión básico radica en facilitar la emisión y recepción de datos transmitidos por Redes de Computo, en todas sus formas y variantes.

Del estudio realizado sobre los tipos de servicios prestados por el proveedor de acceso a Redes públicas de computadoras, se concluye independientemente de los concretamente regulados como lo son la consultoría a usuarios (Servicio) y venta de equipo (Comercio); que en su esencia y para fines de clasificación legal y de estudio, se dividen en dos tipos relacionados estrechamente, pero con características individuales que los hace objeto de distinto tratamiento legal, estos son:

1. - Servicio de proveeduría de acceso a la Internet: Es la función básica, donde la comercializadora de servicios de telecomunicaciones, proporciona su infraestructura técnica (conexiones por cable especial, equipo cualificado y en funcionamiento permanente para accesar a la Internet), desde un sitio geográfico local a la ubicación del usuario, fungiendo como intermediario entre el cliente o usuario y las demás Redes de computo, y

2. - Prestadora de Servicios Mejorados o de Valor Agregado: Son aquellos servicios relacionados con sistemas de computo, donde se incluyen factores de publicidad, soporte informático, almacenamiento de información, procesamiento o conversión de datos a medios electrónicos, etc. por parte del mismo proveedor de acceso o por un tercero.

Siendo en la tipificación al prestador de este tipo de servicios, donde las regulaciones nacionales y extranjeras difieren en cuanto a su control y supervisión del estado, ya que en legislaciones proteccionistas, se ejerce un control considerable por parte del estado sobre los proveedores de acceso y prestadores de servicios de valor agregado, y en otras mas despreocupadas, como la norteamericana, se libera de requisitos legales la instalación y operación de prestadores de servicios perfeccionados o “mejorados”.

COMERCIALIZACION DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES.

En la Legislación Federal de Telecomunicaciones, se regulan los principios básicos de las proveedoras del servicio de acceso a la Internet, bajo la clasificación de comercializadoras de servicio de telecomunicaciones, a quien denomina como “Toda persona que sin ser propietaria o poseedora de medios de transmisión, proporciona a terceros servicios de telecomunicación mediante el uso de capacidad de un concesionario de redes públicas de telecomunicaciones2.” Este concepto hace referencia a las características técnicas mínimas requeridas hacia el proveedor de acceso para prestar al usuario el servicio; ya que como se menciono anteriormente3, en toda Red pública de computo es necesario para su desempeño de la infraestructura de un sistema de comunicación concesionado. Con fines de diferenciar los Sujetos a regulación, se hace la distinción de propiedad entre los usuarios de Redes privadas dueños o poseedores de las vías de comunicación utilizadas para establecer sus enlaces internos (cables seriales o similares), con los proveedores de acceso que utilizan medios auxiliares concesionados, como lo serian el T.V. Cable y las líneas telefónicas para establecer el enlace entre ellos y los usuarios.

Asimismo, se establece expresamente la prohibición (salvo que la Secretaría de Comunicaciones lo considere conveniente.) a los concesionarios de Redes públicas de telecomunicaciones de participar directa o indirectamente en el capital de una empresa comercializadora de servicios; siendo esta limitación basada principalmente en el espíritu de la Ley Federal de Competencia Económica de 1992, procurando evitar por medio de esta disposición, las posibles prácticas monopólicas y liberalización de precios por prestar el servicio de enlace, otorgándole facultades a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de control y registro de las tarifas aplicables a los servicios que utilizan Redes Públicas para su desempeño, evitando de esta manera practicas discriminatorias en la fijación de tarifas por los servicios de telecomunicaciones, soslayando con esto la competencia desleal o el monopolio de la comercialización de servicios para una sola persona o empresa.

PERMISO DE ESTABLECIMIENTO Y OPERACIÓN DEL PROVEEDOR DE ACCESO.

El medio de control legal al proveedor de acceso, regulado bajo la figura de comercializadora de servicio de telecomunicaciones, radica en la autorización o permiso de operación otorgado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes; estableciendo como requisito de solicitud, el informe completo hacia la Secretaría de las especificaciones técnicas y calidad de servicios que desea prestar, la cobertura territorial donde planee abarcar su campo de acción, y acredite el solicitante contar con capacidad financiera, técnica y jurídica para instalar una empresa comercializadora, siendo facultad discrecional de la Secretaría por medio de la recientemente creada Comisión Federal de Telecomunicaciones (DOF 9/12/96) el negar o aprobar la solicitud de permiso para comercializar servicios de telecomunicaciones.

En el permiso correspondiente, se especifican los alcances de operación, las condiciones, derechos y obligaciones del titular y la vigencia de éste, pretendiendo el evitar una posible invasión de derechos entre los permisionarios y posibles malentendidos e ilícitos que sean realizados con motivo del uso de éste medio, siendo posteriormente inscritos (El permiso y la aceptación de condiciones por parte del solicitante) en el Registro de Telecomunicaciones.

El permiso de operación otorgado cuenta con el candado legal que le otorga el carácter legal de ser inalienable e inembargable permanentemente hacia un gobierno o Estado extranjero.

VIGILANCIA Y CONTROL AL PROVEEDOR DE ACCESO.

Entre las facultades legales conferidas a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, corresponden las de planeación y regulación del desarrollo de las telecomunicaciones, así como la libertad de expedición de normas oficiales y disposiciones administrativas, con el fin de promover el desarrollo eficiente de las telecomunicaciones y el fortalecimiento de los valores culturales y de la identidad nacional; esta atribución general de control y vigilancia, posteriormente se deriva en el Artículo 67 de la L.F. de T.C., en la obligación de los concesionarios y permisionarios, de permitir el acceso y proporcionar a los verificadores de la Secretaría toda información relacionada con el desempeño y operación de los servicios prestados.

Existen distintas medidas de sanción aplicables por la Secretaría para aquellas comercializadoras de servicios que incumplan con las condicionas pactadas en el otorgamiento del permiso y/o incurran en violación a las obligaciones legales, que contemplan desde multas administrativas de hasta 100,000 veces el salario mínimo en el Distrito Federal; el doble en caso de reincidencia e incluso la revocación de licencia de operación, sin derecho al titular en el último de los casos, de obtener nuevos permisos o concesiones en un plazo de 5 años contados a partir de la resolución de revocación. Asimismo, se establece el presupuesto jurídico coercitivo para aquellas proveedoras de acceso que operen sin permiso, perderán en beneficio de la Nación, los bienes, instalaciones y equipos empleados para su funcionamiento.

Se deduce a partir de lo expuesto, que las bases legales de vigilancia y control a la información y uso de Redes conectadas a la Internet y Redes análogas de cómputo públicas, se encuentran fijas y determinadas; siendo el permiso de establecimiento y explotación otorgado a las comercializadoras de servicios de telecomunicaciones o proveedores de acceso, un medio adecuado para homologar criterios de operación y determinación de limites legales al servicio.

CONCEPTO LEGAL DE LOS SERVICIOS DE VALOR AGREGADO.

Un servicio de valor agregado es definido en el artículo 3º fracción XII de la Legislación Federal de Telecomunicaciones como “los que emplean una Red pública de telecomunicaciones y que tiene un efecto en el formato, contenido, código, protocolo, almacenaje o aspectos similares de la información transmitida por algún usuario y que comercializan a los usuarios información adicional, diferente o reestructurada, o que implican interacción del usuario con información almacenada”.

Los servicios proporcionados por Redes públicas de computadoras a través de sus proveedores de acceso o de terceros con uso de su capacidad técnica y de conocimientos, como lo son los bancos de datos, boletines electrónicos, instalación de servidores, diseño y publicación de páginas electrónicas, correo electrónico etc., encajarían en la definición legal de servicio de valor agregado ya que emplean una Red pública de telecomunicaciones como medio de enlace y publicidad, interactuando con diversos servidores para encontrar los datos o servicios deseados. 

Del análisis a la tipificación nacional se desprende que el sentido de la Ley fue el de dar una descripción general que abarcara todas las variantes de prestaciones posibles de comercializar por medio de las redes públicas de telecomunicaciones que utilicen como soporte para la conducción de señales una red pública de telecomunicaciones o privadas o complementarias locales; y que son clasificados en el sistema común trilateral4.

En el artículo 1310 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte referente a los conceptos fijos y aplicables al capitulo de Telecomunicaciones, se define de una manera similar a los servicios mejorados o de valor agregado como: “significan los servicios de telecomunicaciones que emplean sistemas de procesamiento computarizado que: 

a)  Actúan sobre el formato, contenido, código, protocolo o aspectos similares de la información transmitida del usuario;

b)  Que proporcionan al cliente información adicional, diferente o reestructurada; o.

c)  Implican la interacción del usuario con información almacenada.”

Las diferencias de concepto entre las definiciones de la Legislación Federal de Telecomunicaciones, su reglamento y el TLC, residen en que en él último se pretende abarcar con una sola definición, las dos variantes de útilerias proporcionadas por los proveedores de acceso, clasificando los servicios de valor agregado como un servicio de telecomunicaciones independiente, y no como un servicio que emplea una Red pública para su desempeño.

Siendo que el principal ordenamiento nacional fue derivado del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, y se pretende con su actualización, la unificación de criterios sobre aspectos referentes a clasificación y condiciones de prestación de los servicios perfeccionados o “extras” que para su desempeño utilizan Redes públicas de telecomunicaciones; siendo que la Ley Federal se distingue del TLC por establecer la diferenciación de los tipos de servicios aplicables a las Redes de computo y que son materia de diferentes tratamientos legales y administrativos.

REGISTRO DE PRESTADORES DE SERVICIOS DE VALOR AGREGADO.

Para la prestación legal de servicios de valor agregado o mejorados dentro del territorio nacional, la única mención o referencia legal actual y de reciente creación, radica en que estos sean registrados con sus variantes en el Registro de Telecomunicaciones, (organismo de carácter público dependiente de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes.) sin mediar para su operación de licencia o autorización por parte de la autoridad para poder proporcionarlos, por no considerarse estos materia de concesión o permiso por parte del Estado; de igual manera con objeto de agilizar trámites y fomentar la prestación de esta rama de servicios, se libera de la facultad calificadora a las autoridades en telecomunicaciones encargadas de los Registros (SCT y CNT), limitándolos únicamente a la inscripción de estos en los términos y condiciones en que son presentados.

Independientemente a las sanciones respectivas por otras Legislaciones, se otorgan facultades por medio del artículo 68 de la Ley Federal de Telecomunicaciones a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, para vigilar y sancionar que la información transmitida por permisionarios que a su vez sean prestadores de servicios mejorados, sea completa y veraz; estableciendo de ésta manera un medio legal extra de control al proveedor de acceso en funciones de prestador de servicios de valor agregado. 

Actualmente existen en el mercado, prestadores de servicios mejorados o PSVA´s, que no cuentan con el carácter legal de permisionarios, ya que sus funciones no implican comercialización de servicios de telecomunicaciones, únicamente diseñan documentos digitalizados o sitios electrónicos; que posteriormente son publicados o incluidos a las Redes públicas de computo utilizando como medio de publicación a los proveedores de acceso, siendo estos últimos, los titulares de permisos de operación, que libre y discrecionalmente siguiendo las políticas internas de su empresa, o legalmente de acuerdo con las condiciones de su permiso, quiénes autorizan o niegan la admisión del material a su Servidor.

TRATADO DE LIBRE COMERCIO Y LIBRE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE VALOR AGREGADO.

La globalización de la información y la facilidad con que actualmente puede ser transmitidos a cualquier parte del mundo todo tipo de datos con uso de las Redes de computo, ha sido materia de diversos Tratados Internacionales, entre los cuales se pactan las condiciones o trato que se les debe dar a los diferentes prestadores de servicios de valor agregado situados físicamente en territorio de los países firmantes; México como país integrante de la Unión Internacional de Telecomunicaciones, ha suscrito los convenios Internacionales de Telecomunicaciones de la Organización de Naciones Unidas y en su carácter de miembro del Tratado de libre comercio de Norteamérica, está obligado a cumplir con cierta serie de tratamientos Legales y de Hecho para con los prestadores de servicios mejorados extranjeros; condiciones que en su esencia no representan un riesgo para la soberanía del país ni atentan contra los valores culturales de la Nación.

En el Capítulo XIII del Tratado de Libre Comercio de América del Norte referente a telecomunicaciones, se liberaliza entre México, Estados Unidos y Canadá la prestación de servicios de acceso y mejorados de manera transfronteriza; reconociendo para las personas de las partes que presten los servicios descritos, reservas de Trato Nacional y Presencia Local, es decir, en nuestro caso, un tratamiento no menos favorable que el que se otorgue en circunstancias similares a los permisionarios mexicanos sin necesidad de establecer oficina de representación o local en el territorio mexicano; esta disposición no excluye a los prestadores de servicios mejorados del requisito legal de contar con el registro ante la Comisión Nacional de Telecomunicaciones para poder operar en el mercado mexicano.

Entre las condiciones pactadas para la prestación transfronteriza del servicio de acceso y de valor agregado, además del permiso y registro, se encuentran las obligaciones legales del prestador relacionadas con el registro de los servicios prestados y la obtención de licencias expedidas por las autoridades Mexicanas de igual forma que si lo hiciera un Nacional, como sería en los casos relacionados con sorteos, banca y casas bursátiles; en la práctica, este lineamento únicamente se ha cumplido por empresas extranjeras de gran envergadura y solvencia moral, como lo son Instituciones Bancarias, Macro Industrias, Universidades etc., ya que en la mayoría de los casos los medios de control y la coordinación entre las autoridades de los países miembros, ha sido insuficiente o se ha dejado al criterio del usuario el utilizar servicios que a todas luces son riesgosos, como lo serian los “Casinos Virtuales”: servicios de juego y apuesta, con Servidores ubicados en Estados de la Unión Americana o de otros países donde el juego es lícito; más esto no implica que el riesgo que corren los Servidores de Red e incluso algunos usuarios con implicaciones o material que es objeto de permisos o autorizaciones sea menor, ya que se exponen a recibir sanciones por parte de la autoridad, o en el mejor de los casos, a que la licencia de operación para la prestación de servicios mejorados en nuestro país, sea revocada.

Las licitantes o condiciones impuestas por los gobiernos de los países firmantes a los aspirantes a prestar servicios de valor agregado, deben estar abocadas a derribar barreras innecesarias a la prestación de servicios, agilizar los trámites de otorgación de permisos y facilitar la libre circulación de servicios, imponiendo como espíritu básico de su normatividad, la no-discriminación, transparencia y celeridad del trámite de solicitud de permiso y registro de los prestadores de Servicios mejorados, así como la limitante a que la información requerida para estos fines únicamente sea la necesaria para acreditar la solvencia financiera y capacidad técnica del solicitante.

En lo referente al registro de tarifas como compensación por los servicios prestados se establece en el capítulo citado, una exclusión en comparación con los nacionales, siendo que las partes solamente podrán requerir a un prestador extranjero del servicio de registrar sus tarifas, en el caso en que se considere claramente y fundamentado en la Legislación sobre Competencia Económica del afectado un caso en particular que sea contrario a la competencia o incurra en prácticas monopólicas.

Con el objeto de unificar los sistemas de protocolo y comunicación, se contempla el caso de que se suscitarán controversias derivadas de la negación de un permiso por asuntos relacionados con conflictos técnicos, de normalización de equipo o que se requiera de un dictamen emitido por un perito en la materia, se tomara en consideración para todos estos efectos al subcomité de normas de Telecomunicaciones integrado por representantes de cada una de las partes y que fundamenta su jurisdicción y competencia en el mismo cuerpo del TLC; la función de esta comisión se enfoca principalmente a los asuntos técnicos de compatibilidad y capacidad de los prestadores de servicios transfronterizos, teniendo capacidad en los casos que él mismo juzgue apropiados, de examinar asuntos relacionados con la libre prestación de servicios de telecomunicación.

En caso de controversias suscitadas entre proveedores de acceso o prestadores de servicios mejorados extranjeros y particulares (usuarios, proveedores) mexicanos, se establece que éstas serán dirimidas de acuerdo a las especificaciones contenidas en los contratos firmados por las partes en conflicto; o en su defecto, a las cláusulas de arbitraje o instancias judiciales aplicables y relacionadas con la materia, tomando en cuenta cuando sea el caso a manera de evaluación pericial, el dictamen del Subcomité Tripartita de Telecomunicaciones.

LINEAMENTOS EXTRANJEROS A LA PRESTACION DE SERVICIOS DE VALOR AGREGADO.

A diferencia de las disposiciones Mexicanas, donde se establece el régimen de licencia de operación para los prestadores del servicio, en la mayoría de los países Europeos así como en Estados Unidos y Canadá, en términos generales se mantiene liberalizada de requisitos legales la actividad o prestación de servicios de valor agregado, estableciendo solo en casos determinados la necesidad de declaración y solicitud de autorización ante él organismo de Estado encargado del control de las telecomunicaciones; con el objeto de establecer un pequeño estudio de Derecho comparado, a continuación se establecen las regulaciones propias de los países con mayor tráfico de información en línea:

ESTADOS UNIDOS DE AMERICA.- 
En la Legislación Estadounidense, (Federal Communications Act 47 C.F.R.) se clasifican los servicios de acceso y mejorados bajo la definición idéntica de Servicios de Valor Agregado (Enhanced or value-added services) que encontramos en el TLC, mismo concepto que pretende abarcar tanto al proveedor de acceso como a los prestadores de servicios extras; Encontrando que en la regulación del tema, vigente en el año de 1996, no se encuentra establecido ningún régimen de licencia ni autorización por parte de la Comisión Federal de Comunicaciones (FCC) para operar y explotar este tipo de servicios.

Existe en capítulo aparte de los ordenamientos estudiados, la figura de la Agencia reconocida de Operación Privada, que es relacionada con la transmisión de datos y mensajes y se regula de la misma manera que los prestadores de servicios mejorados; en el único caso en que estas requieren de certificación por parte del departamento de Estado, es cuando pretendan prestar sus servicios a organismos o entidades del Gobierno de los Estados Unidos.

CANADA.-
La clasificación al proveedor de acceso en Leyes Canadienses se apega de una manera casi idéntica, a lo dispuesto en el TLC; y únicamente establece la exclusión en la Acta de Telecomunicaciones, para los servicios de captura de dispositivos, recepción, almacenamiento, clasificación, modificación, recuperación o de otro modo el procesamiento de información no son materia de regulación especifica, y por consecuencia no es necesario permiso o concesión para proporcionarlos; La única excepción que hace al respecto, es de manera parecida a la legislación mexicana, con fines de evitar practicas desleales a la competencia, se establece la obligatoriedad de autorización para prestar servicios mejorados a personas que tienen concesión y son propietarias de una Red pública de telecomunicaciones.

FRANCIA.-
Es en el Código Postal y de Telecomunicaciones Francés, donde se encuentran mas similitudes con las disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones Mexicana, ya que de igual manera ambos ordenamientos establecen el régimen de licencia para las Comercializadoras de Servicios de Telecomunicaciones; siendo en el caso Francés que se añade una diferenciación extra sobre el tipo de servicios prestados, ya que son catalogados por sus medios técnicos de transmisión como lo serian por Red pública conmutada y por líneas arrendadas; en las transmisiones realizadas por medio del primero de ésta clasificación, no son necesarios para su operación y aplicación de licencia ni registro, ya que utilizan únicamente sistemas de transmisión locales como la telefonía local, boletines electrónicos de área etc. siendo entonces aplicable la licencia de explotación, cuando intervienen en la transmisión líneas arrendadas, como es el caso de la Internet, que para su correcto funcionamiento se necesitan de líneas especiales sin marcador o tarifa por tiempo para su uso, o de cableado especial para transmisión de datos entre varios de los nodos.

En cuanto a la definición legal a la clasificación del Servicio, se contemplan como de transporte y transmisión de datos o señales entre las terminales de una Red de telecomunicaciones, sin procesar estas señales para su enrutamiento y para el monitoreo de estas funciones5. Siendo de ésta manera el ordenamiento que más se asemeja al nuestro, en cuanto a medidas de vigilancia y control a los proveedores de acceso.

REINO UNIDO.-
En la legislación aplicable a los países miembros del Reino Unido, existe en términos generales la figura de la licencia de Servicios de Telecomunicación, que es aplicable a todo tipo de servicios de telecomunicaciones sin importar técnicas, dinámicas o medios de procesamiento de información, establece requisitos de otorgación de está, de una manera similar a la licencia expedida por la Secretaria de Comunicaciones y Transportes en México, así como medidas legales de vigilancia y control por parte del Estado a los licenciatarios, estableciendo como sanción principal la revocación de ésta en caso de contravenir las condiciones de uso y operación, o incurrir en el uso de la prestación del servicio en ilícitos.

Es importante señalar, que de acuerdo con los acuerdos de telecomunicación derivados de la Comunidad Económica Europea (CEE), existen regulaciones de manera similar al TLC de Norte América, para unificar los sistemas técnicos y legales aplicables a las telecomunicaciones; por lo que hasta hoy la Oficina Europea de Telecomunicaciones (ETO), ha desempeñado el papel de delegación central de los países miembros, tramitando solicitudes de prestación de servicios de valor agregado de un país a otro, con objeto de agilizar los papeleos y gestionar la adaptación de requisitos derivados de la otorgación de licencias a las disposiciones locales.

CONCLUSIONES AL CAPITULO.

Actualmente en la legislación mexicana, al igual que en otros países del Mundo, se encuentran regulados los conceptos básicos de clasificación y operación de los proveedores de acceso a Redes públicas de datos como lo es la Internet; siendo los requisitos de explotación en algunas de éstas liberados de regímenes de Licencia o Registro, otorgando libertad plena de operación e instalación de la prestación del servicio a los aspirantes a proporcionar el acceso; liberalización que deja varias interrogantes y genera inseguridad jurídica, ya que es claro que un medio de comunicación que registró un promedio de crecimiento en el mercado Nacional mexicano en el periodo transcurrido entre el año de 1991 a principios de 1995 de siete veces mayor que el de la economía en su conjunto6, y que cuenta con los alcances y velocidad de crecimiento que han tomado ciertas Redes de Computo como lo es la Internet, es susceptible en grandes proporciones de caer en malos manejos, como lo serían la falsa información e incumplimiento de obligaciones contraidas y transmitidas por este medio, proponiendo en términos generales, un control inicial que no solo se limite a los aspectos administrativos, si no al igual que como es el caso de las transmisiones por radio y televisión, cuente con su propio ordenamiento que regule tanto la calidad como el tráfico de información transmitida por éste medio, anulando con esto, la necesidad de aplicar análogamente otro ordenamiento que en la practica resultaría inadecuado e inoperante.

Siendo entonces que la supervisión del Estado a través de sus organismos especializados, es indispensable para fomentar el desarrollo y proteger los bienes de las personas como lo son la propiedad y la privacidad de la información transmitida por este medio de comunicación; Instaurando en nuestro país conjuntamente el régimen de licencia y registro de los proveedores de acceso y prestadores de servicios de valor agregado con una legislación clara y completa que verse sobre las condiciones mínimas de seguridad en su fondo y en su forma que deban de llevar las transmisiones electrónicas.

La tipificación de medidas de control y sanción para aquellos proveedores que incumplan con los lineamentos establecidos por la autoridad, sería un medio adecuado de inicio para controlar el uso de los servicios y la calidad de la tecnología e información proporcionados por Red, proponiendo la delimitación clara en la licencia de operación que especifique los alcances y capacidad otorgada al titular, estableciendo en el mismo ordenamiento responsabilidades administrativas para los proveedores o intermediarios que intervengan como medio de transmisión de información considerada como dudosa o nociva que genere violaciones a la ley; independientemente de las que se deriven de otras legislaciones para aquellos que por sí mismos o en colaboración con otras personas incurran en ilícitos.

Actualmente es en el caso de los prestadores de servicios de valor agregado independientes y relacionados con Redes de computo, es decir, que no provean de acceso a Redes de datos o que no cuenten con licencia de operación, donde la legislación de telecomunicaciones no finca responsabilidades administrativas, encontrando únicamente como medios de defensa legal en contra de actos cometidos por éstos en motivo de su profesión, legislaciones e instancias legales paralelas aplicables, mas no especializadas, donde los afectados pueden ejercitar sus acciones; lo ideal seria un medio de control legal concreto y especializado que regule, dictamine y autorice la calidad o seriedad de la información u ofertas promocionadas por esta vía, enfocándose a evitar principalmente actividades y publicación de material tipificadas como ilícitos o que generen inseguridad jurídica; existiendo en la práctica únicamente como medio de control, a discreción y de manera privada la decisión del responsable del Servidor quien determina si es conveniente o no la publicación de determinado material propuesto por terceros o por los prestadores de servicios de valor agregado independientes.

La libre prestación de servicios contemplada en el TLC, encuentra en el cuerpo de su mismo ordenamiento, la limitante para aquel prestador de servicios de valor agregado extranjero, que desea explotar el servicio dentro del territorio nacional, que consiste en el contar con el permiso expedido por la Secretaria de Comunicaciones y Transportes de la misma manera que un nacional; adecuación del tratado que a nuestro criterio es acertada, ya que indirectamente evita que sea utilizado éste permiso por los mismos mexicanos como un medio de apoyo legal para instalar servicios o información que viole las disposiciones jurídicas nacionales y que sean transmitidos por servidores situados materialmente en el extranjero; trayendo con esto, beneficios secundarios como le serían la protección a los valores culturales mexicanos y de identidad nacional.

En el mes de noviembre de 1995 se encontraban cuantificados alrededor de 1400 proveedores de acceso en el mundo, de los cuales 242 están establecidos en el mercado mexicano; para el mes de enero de 1996 había en el país 158 servidores de páginas Web distribuidas en 27 entidades federativas, las cuales en su mayoría pertenecen al sector educativo o de investigación7, estas estadísticas hacen surgir varias interrogantes al estudioso del derecho, destacándose el cuestionamiento obligado entre los adeptos al Derecho positivo: ¿Una adecuada Legislación en todos los aspectos y un control más amplio a los prestadores de servicios de valor agregado, ayudaría a fomentar el uso de este tipo de servicios eliminando los prejuicios y temores de utilizar esta herramienta como un valioso medio de progreso para la economía del país, o por el contrario obstaculizaría el desarrollo de la libre transmisión de información, trayendo como consecuencia un retroceso en las actividades relacionadas con el tema, o al hacerlo infundiría un cierto temor a los usuarios, mermando nuestra presencia nacional en la aldea global?.

Nuestra respuesta al cuestionamiento citado la encontramos en el mismo fondo y motivos que se han expuesto a lo largo de éste estudio, ya que como se ha comprobado, una herramienta de las dimensiones de importancia como con las que cuenta el Internet, no puede permanecer sin medidas de control legales, ya que esta probado que un medio de comunicación por sí solo sin control o lineamientos jurídicos que lo normen, podría ser desastroso, ahora que si le añadimos las capacidades extras de emisión y transmisión reciprocas que cuenta cada terminal conectada a la Red, encontramos un riesgo considerablemente mayor al expuesto.

Las estadísticas oficiales demuestran que el crecimiento en esta área de la informática ha alcanzado proporciones importantes más aún no suficientes para las necesidades mínimas de desarrollo requeridas por la economía del país; por lo que se considera que un mejor control ayudaría a impulsar el desarrollo y promoción de las actividades en línea, independientemente del avance legislativo a escala global que esto implicaría, marcando una pauta fácil y lógica de seguir, que en un momento determinado podría ser un principio básico de regulación en todos los sistemas jurídicos.

CAPITULO TERCERO

CLASIFICACION LEGAL DEL CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS DE INFORMACION EN LINEA.
INTRODUCCION.

La relación entre el proveedor de servicios de acceso a redes de cómputo y el usuario, ya sea éste último persona física o moral, por su misma naturaleza e implicaciones, requiere de tener establecidas perfectamente las condiciones de uso y delimitación de obligaciones para las partes; siendo en la práctica que cada empresa prestadora de servicios de acceso y valor agregado, con el fin de reducir sus responsabilidades y establecer medidas económicas por la prestación del servicio, constituyen contratos de adhesión con los aspirantes a usuarios que determinan los derechos y obligaciones entre las partes, teniendo como objeto del mismo, el uso y operación de la infraestructura proporcionada por el prestador como medio de enlace entre la terminal del usuario, los diversos servidores y Redes locales e Internacionales, así como de los numerosos servicios relacionados con el acceso y que son proporcionados por terceras personas a través de este.

Esta relación contractual en algunos aspectos, es equiparable con contratos típicos del Derecho Civil y Mercantil, más las características propias del nexo y condiciones establecidas entre las partes, revelan al Contrato de Información en Línea como una figura atípicamente regulada. 

En el desarrollo del presente tema se expondrá un análisis detallado de las cláusulas contractuales y las responsabilidades diversas que de estas emanan, que en algunos casos son materia de diferentes ramas del Derecho, buscando el clasificar el Contrato de Información en Línea en un ordenamiento especifico, destacando las semejanzas con otros contratos regulados y remarcando la atípicidad de este en los ordenamientos actuales.

Las peculiaridades de las condiciones plasmadas en el contrato como una relación privada entre particulares, son una fuente potencial de futuros ordenamientos que eleven a la categoría de nominados a los contratos en cuestión, encontrando en estos, importantes disposiciones como lo son las políticas de uso aceptable en el uso y publicación de datos, que demuestran que a falta de disposiciones expresas en la ley, los principios de derecho natural y las buenas costumbres predominan entre algunos de los prestadores de servicio, aun anteponiéndolos a los fines comerciales y de lucro.

La celebración de éste tipo de contratos por los particulares, responde a las necesidades de la inminente modernización de las actividades económicas, sin importar la nominación que se les dé, trayendo como consecuencia que en caso de conflictos que se susciten con motivo de estos, surjan problemas de interpretación por parte de las autoridades judiciales, que en el ejercicio de su autoridad en determinado caso podrán dictaminar la validez de estos en el orden jurídico; por lo que surge la necesidad de puntualizar que ordenamientos legales o rama del derecho, determinen los topes o límites posibles de atribuciones para las partes.

NATURALEZA JURIDICA DEL CONTRATO DE INFORMACION EN LINEA.

El primer problema de clasificación que surge al analizar las características propias del contrato de información en línea, es el relacionado con la tipicidad o similitud de éste con figuras contractuales ya reguladas, ya que en su naturaleza lleva implícitas variantes relacionadas con Contratos nominados de las ramas del Derecho Civil y Mercantil; evidentemente se trata de un contrato de Derecho Privado donde las partes son particulares o en ocasiones es suscrito por el Gobierno, bajo el mismo carácter de igualdad, sin que exista la situación de subordinación del prestador con respecto al Estado, ya que los bienes o servicios proveídos no representan satisfactores a las necesidades sociales, sino, servicios que faciliten las tareas del Estado en sus funciones como lo serían las publicaciones privadas, servicios telefónicos, comunicaciones internas, etc.

Concretamente el objeto del contrato de información en línea que en adelante denominaremos como CIL, se basa en el pago en dinero de cantidades fijas y proporcionales con el tiempo de uso, a cambio de la prestación del servicio de acceso a las Redes públicas de computo y las útilerias que de este se deriven, que varían ampliamente en distintas disciplinas, yendo desde la posibilidad de “navegar” en la Super carretera de la información, extraer datos y escritos, comunicarse con otras personas por diversas formas, recibir “paquetería” de programas de cómputo o soportes lógicos y el transmitir y recibir fondos interactivamente con personas de distintos lugares.

Clasificando al CIL de acuerdo a la calidad de las partes que lo conforman, evidentemente sería de naturaleza mercantil, ya que el proveedor de acceso de conformidad con el Artículo 3º del Código de Comercio en su totalidad, tiene el carácter de comerciante, ya sea por ser este una sociedad constituida con arreglo a las leyes mercantiles; por ser el titular una persona física y tener capacidad para ejercer el comercio y hacer de él su ocupación ordinaria o en algunos casos, ser sociedad extranjera, o agencia y sucursal de éstas, que ejerza dentro del territorio nacional actos de comercio. Por consecuencia nos encontramos en un negocio jurídico donde una de las partes (Proveedor de Acceso) actúa como comerciante y el usuario como solicitante de servicios lo hace en su carácter de civil, la cuestión se deriva de la falta de mención en la Ley, ya que ¿cual de los dos ordenamientos es principal y cual supletorio al CIL en caso de interpretación o conflicto? ; existe un régimen regulatorio mixto donde legalmente sobresale el ámbito Mercantil, dejando como supletorio al ordenamiento Civil.

Por consecuencia, la naturaleza jurídica del CIL es, en nuestro Derecho Mexicano:

· Contractual, y en ocasiones de Adhesión: ya que crea o transfiere derechos y obligaciones entre las partes. Siendo en el caso de adhesión un contrato sui generis, ya que al aceptar el usuario las condiciones propuestas supone la presencia de dos voluntades jurídicas1.

· Atípico o Innominado: la relación jurídica entre el proveedor y el usuario no esta disciplinada en nuestra legislación.

· De naturaleza mercantil: ya que las partes cumplen con los requisitos establecidos en el Titulo Primero del Código de Comercio.

FIGURAS JURIDICAS NOMINADAS AFINES.

En las legislaciones reguladoras del Derecho privado, encontramos figuras y disposiciones contractuales relacionadas en algunos aspectos con las características propias del CIL, siendo que en casos de confusión en el clausulado o ausencia de determinados aspectos, pueden ser aplicadas supletoriamente. Tomando como base al CIL como sujeto del Derecho mercantil analizaremos figuras de esta rama que sean análogas, así como figuras del derecho civil que sean similares y factibles de aplicabilidad supletoriamente. 

DISPOSICIONES MERCANTILES.

Se ha llegado a la conclusión que la naturaleza jurídica del CIL, partiendo de los miembros que lo conforman es mercantil, y por lo tanto son aplicables los criterios aplicables a los contratos mercantiles en general, sobresaliendo el principio de las convenciones mercantiles dispuesto en el Artículo 78. del Código de Comercio donde las partes se obligan en los términos y condiciones que aparezcan que quisieron obligarse; en cuanto al régimen mixto, existen similitudes del CIL con figuras reguladas tanto del área Civil y Mercantil, apegándose un poco más en su esencia a los actos de comercio reputados en el Artículo 75., en especial en su fracción V. referente a empresas de abastecimientos y suministros; más no es congruente en su totalidad con estos actos, que al igual que el CIL permanecen sin mención en los cuerpos legislativos privados del país.

EL SUMINISTRO.

De las menciones y regulaciones sobre el suministro en nuestra legislación, encontramos lo referente a su clasificación como acto de comercio; siendo en la doctrina donde se hace una descripción más completa sobre su forma de operación y elementos, encontrando en éste los mismos elementos subjetivos y objetivos que en la compraventa, pues una de las partes se obliga a transmitir a la otra la propiedad de una cosa o el aprovechamiento de un servicio, a cambio de un precio; diferenciándose el suministro de la compraventa en cuanto a que cada una de las entregas queda sujeta a un régimen autónomo en cuanto al precio que puede estar predeterminado o no y pueden ser entregas continuadas y aun incesantes, siendo que jurídicamente las compraventas pueden ser civiles o mercantiles, el suministro por disposición del artículo 75. del código de comercio, necesariamente es Mercantil. 2 

En la práctica, los servicios proporcionados por compañías telefónicas, de abasto de electricidad y de televisión, manejan sus contratos de prestación de servicios bajo la figura del suministro siendo duramente criticados por esto, ya que clasifican sus servicios como la transferencia en propiedad de bienes o “cosas” al suministrado.

En el acoplamiento de estos criterios con el CIL, sobresale el cuestionamiento sobre el tipo de “cosas” que son suministradas por el proveedor de acceso, la información podría ser una de ellas, pero al pretender clasificar la cantidad, calidad y valor de ésta surgen las divergencias; en el caso de las compañías telefónicas el servicio suministrado consiste en el facilitar un servicio por medio del equipo de la prestadora, para que el usuario pueda entablar libremente comunicación de manera privada en puntos distantes y determinados; en las Redes de cómputo, la comunicación es libre y privada solamente en determinados casos como el correo electrónico, más las páginas electrónicas son de acceso general y son consideradas por su propia naturaleza como públicas.

En el caso de los servicios proporcionados por las compañías televisivas, el suministro de las imágenes solamente se realiza por una sola vía, siendo imposible a diferencia de las redes de cómputo, para los suministratarios el interactuar o transmitir sus propios mensajes hacia otros puntos o terminales; facilitando con esto la regulación y control solamente al transmisor, aplicación que por su complejidad sería inadecuada a la telemática, por lo que se concluye que en los servicios de información en línea, encontramos solamente algunas de las variantes y condiciones que se dan en el contrato de suministro, más su esencia y dinámica de operación no son paralelas.

LA SUSCRIPCION.

La figura de la suscripción, al igual que la de suministro, se centra en la obligación de transmitir la propiedad de una cosa determinada o de un derecho de manera periódica, a cambio de una suma de dinero; encontrándose la diferencia entre las dos, basada en que el objeto material de la suscripción es respecto a toda clase de bienes muebles tangibles3; que en nuestro concepto y por la definición legal del material transmitido por procesadores, no encajarían en la definición las publicaciones por red de computo, ya que su intangibilidad es notoria, pero con fines de estudio profundicemos en la comparación, y supongamos que en virtud de la falta de especificaciones legales que ratifiquen éste criterio y utilizando la analogía, sea posible la contratación de servicios de información en línea utilizando las características de la suscripción; En su mayoría, es en el medio editorial y periodístico donde encontramos con frecuencia este tipo de contratos, siendo de igual manera aplicable a algunos de los servicios proveídos con base en el CIL; como lo son los boletines y acceso a redes privadas de información, el concepto lingüístico que se le da al termino suscripción se enfoca en “el abonarse para recibir alguna publicación periódica o algunos libros que se hayan de publicar en serie o por fascículos4”, definición que técnicamente en algunos de los servicios contemplados en el CIL es posible y se encuentran actualmente integradas en algunas variantes de los contratos de información y servicios de valor agregado, ya que al igual que el suministro, la figura de la suscripción encaja solamente en algunas de las útilerias proporcionadas por el proveedor de acceso y que son plasmadas en el contrato de información en línea; dejando fuera de las clasificaciones expuestas, ciertas aplicaciones, entre ellas la básica de conexión, no siendo apropiado como consecuencia, el clasificar al CIL únicamente como un contrato de suscripción.

DISPOSICIONES CIVILES.

De acuerdo con los ordenamientos generales de los contratos contemplados en el código civil federal, en su artículo 1858, se establece que “Los contratos que no están especialmente reglamentados en este código, se regirán por las reglas generales de los contratos, por las estipulaciones de las partes y, en lo que fueron omisas, por las disposiciones del contrato con el que tengan más analogía de los reglamentados en este ordenamiento.”

Los conceptos generales de los contratos y las obligaciones plasmadas en la primera parte del Libro Cuarto del Código Civil Federal, son indudablemente aplicables al CIL en su totalidad, ya sea de manera supletoria o en cuanto a sus requisitos de existencia y validez. A continuación serán analizadas con el objeto de establecer un patrón de comparación, algunas de los figuras jurídicas reguladas en las legislaciones civiles, que tengan en sus características, semejanzas o relación por su naturaleza, con el contrato de servicios de información en línea y las condiciones impuestas a los servicios que se pretenden reglamentar con éste.

PRESTACION DE SERVICIOS PROFESIONALES.

Al tratar de adecuar al CIL como una figura afín a las reguladas por el Derecho Civil, surge la interrogante respecto a que contrato nominado de naturaleza civil sería aplicable análogamente, ya que existen similitudes del CIL con figuras del Derecho civil como el contrato de prestación de servicios profesionales y el arrendamiento en sus disposiciones comunes, siendo que, el objeto del CIL rebasa por mucho los lineamientos y definiciones de los contratos mencionados, ya que en el primero de estos únicamente se regulan los servicios de carácter técnico proporcionados por un profesionista a cambio de una remuneración5, que en éste caso, bien podrían ser actividades relacionadas con nuestro estudio, como la asesoría e instalación de los programas de cómputo en la terminal del usuario necesarios para poder accesar al servicio y que se encuentran contemplados dichos servicios en el clausulado de la mayoría de los contratos actualmente utilizados; en la práctica, la mayoría de los individuos encargados de prestar los servicios mencionados, carecen de un título académico reconocido o expedido por el Estado que les otorgue el carácter de profesionistas, anulando con esto la esencia del contrato civil de servicios profesionales. Teniendo como conclusión, que de la misma manera que en el intento de adaptación a las figuras mercantiles, el uso y disfrute de la infraestructura preestablecida y de los medios tecnológicos necesarios para su funcionamiento escapa de los lineamientos aplicables al Contrato de Prestación de Servicios Profesionales.

ARRENDAMIENTO DE BIENES MUEBLES.

En cuanto al estudio de las similitudes del CIL con el contrato de arrendamiento, sobresale como un buen punto de partida, la definición legal de éste, que estipula que hay arrendamiento cuando las partes contratantes se obligan recíprocamente, una, a conceder el uso o goce temporal de una cosa y la otra, a pagar por ese uso o goce un precio cierto. Siendo susceptibles de arrendamiento los bienes que pueden usarse sin consumirse; aplicando estos conceptos en la práctica, la prestación de los servicios de acceso y anexos por parte de la empresa permisionaria, es, en términos amplios la concesión del uso y goce temporal de una cosa, que serían los cableados y equipo técnico especializado propiedad del proveedor; en cuanto a las líneas de transmisión de datos interestatales e internacionales, que no son propiedad del proveedor, en el artículo 2401 del mismo ordenamiento se hace la mención de que “El que no fuera dueño de la cosa podrá arrendarla si tiene facultad para celebrar ese contrato, ya en virtud de autorización del dueño, ya por disposición de la ley”. cumpliéndose estos dos supuestos en la realidad, ya que para su operación el proveedor de acceso debe contar con el permiso legal de la secretaria de comunicaciones y transportes y el contrato de autorización o arrendamiento firmado por el concesionario o propietario de las líneas o cables de transmisión de datos necesarias para la interconexión entre Redes de cómputo.

Tanto el cableado como los medios de transmisión y recepción de datos son considerados legalmente como bienes muebles, siendo en el capítulo VI del Código Civil, referente al arrendamiento de bienes muebles, donde se especifica que las disposiciones generales son aplicables al arrendamiento de bienes muebles en lo que sean compatibles con la naturaleza de esos bienes.

Se podría decir que en términos generales el arrendamiento es una figura que su objeto, se asemeja al concepto técnico de la prestación de los servicios de acceso, pero de igual manera es inadecuada, ya que es casi materialmente imposible el definir y clasificar los bienes muebles que se utilizan como medio de comunicación, en vista de que dichos bienes, son variantes y constantemente se están modificando; además, el carácter que tendría el usuario en comparación con las demás personas que utilizan el mismo servicio no podría ser el de co-arrendatario, y opuestamente a la figura mencionada anteriormente escapan las cláusulas relacionadas a la asesoría, instalación de software y conducta del usuario en el uso y manejo de la información transmitida por Redes de computo, por mencionar algunas.

CLASIFICACION.

Con fines didácticos de encuadrar el contrato de información en línea con otros sistemas de clasificación utilizados en la doctrina legal, emplearemos como medio de desglose del CIL, un método conocido y utilizado por connotados juristas, que se basa primordialmente en las características del contrato partiendo de su configuración de tiempo, modo y lugar.

Por la calidad de las partes que intervienen:

Mercantil: el Proveedor de acceso y servicios de valor agregado, actúa con el carácter legal de comerciante; con fines de lucro y reventa de servicios; de la misma manera, su objeto encajaría en los actos de comercio regulados por el artículo 75 del Código de Comercio, como lo son las empresas de suministro y abastecimiento.

Por su origen:

Definitivo: las condiciones pactadas inician su vigencia de manera total, desde el momento de su celebración, sin posponer anexidades hasta la celebración de un nuevo acuerdo.

Por los Derechos y Obligaciones que genera entre las partes:

Bilateral: como se contempla en el artículo 1836 del Código Civil, se originan con su celebración, recíprocamente obligaciones para los contratantes, como lo son principalmente las de proporcionar el servicio de acceso de Red y el pago respectivo y proporcional por este servicio. 

Por las cargas y Gravámenes que genera:

Oneroso: ambos contratantes asumen responsabilidades y sacrificios de carácter patrimonial o pecuniariamente cuantificable. (Artículo 1837 Código Civil.)

Por la apreciación futura de los beneficios obtenidos:

Conmutativo: las prestaciones a que se deban las partes son ciertas desde que se celebra el contrato, de tal suerte que ellas puedan apreciar inmediatamente los beneficios o perdidas que les cause éste. (Artículo 1838 Código Civil.)

Por su Reconocimiento y Validez Legal:

Consensual: en virtud de que la ley no menciona ni exige forma en especial, el CIL se perfecciona entre las partes con tan solo la manifestación de su voluntad. En la costumbre, se maneja mediante escrito privado, estableciendo en algunos casos la implementación de testigos.

Por su condición de Independencia:

Principal: surge en forma autónoma y no es apéndice de otro contrato, pues cumple independientemente su función, apegado a su clausulado.

Por su cumplimiento en el Tiempo:

De tracto sucesivo: el cumplimiento de las condiciones pactadas, se cumple indistintamente en el transcurso del tiempo.

Por su institución Legal:

Innominado o atípico: no se encuentra regulado en su esencia por legislación alguna; existen figuras nominadas parcialmente similares y aplicables supletoriamente en determinados casos, pero en sí, la relación entre las partes se rige por las declaraciones y cláusulas plasmadas de manera privada en el CIL.

Por la intervención de las partes en su formación:

De Adhesión: generalmente las cláusulas del CIL son impuestas por el prestador del servicio, quedando únicamente a discreción del solicitante, el aceptar o rechazar el contrato en los términos y condiciones propuestos, sin otorgarle al aspirante a usuario, intervención en la formación de éste.

Siendo ésta última clasificación, una de las principales razones para el sugerir la tipificación de los principios básicos de respeto y uso de las Redes de computo a través del CIL en los ordenamientos de Derecho Privado.

Actualmente en la Nueva Legislación Federal de Protección al Consumidor del 24 de Diciembre de 1992, es donde se establece en su capítulo X referente a los contratos de adhesión, la reglamentación mínima y la clasificación de estos como: “el documento elaborado unilateralmente por el proveedor, para establecer en formatos uniformes los términos y condiciones aplicables a la adquisición de un producto o a la prestación de un servicio, aún cuando dicho documento no contenga las cláusulas ordinarias de un contrato.”

El mismo ordenamiento, establece como conceptos básicos aplicables a todos los contratos de éstas características, elementos de validez del mismo, como lo es el estar escrito en idioma español, que los caracteres sean legibles a simple vista, es decir, nada de las famosas “letras pequeñas”; De igual manera se establece la opción de registro del contrato de adhesión ante la procuraduría del consumidor, con fines de revisión y control, y cuando sean considerados desproporcionados los derechos y obligaciones entre las partes, es procedente la invalidación de cláusulas que sean consideradas por ley como tales y que se encuentran determinadas en el artículo 90 del mismo ordenamiento.

En los contratos de adhesión similares al CIL, como lo serían los de suministro de energía eléctrica o servicio telefónico, opera para su puesta en práctica y por ser servicios concesionados, la revisión y autorización del Estado a través de sus Secretarias de Comercio y de Comunicaciones y Transportes, quiénes vigilan la adecuada prestación de los servicios en beneficio del usuario, siendo posible de igual manera a través de las facultades de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, el regular el CIL por medio de la licencia de operación para las comercializadoras de servicios de telecomunicaciones.

CONCLUSIONES AL CAPITULO.

Siendo que el contrato de servicios de información en línea, es la base de todos los negocios contractuales posibles relacionados con el uso, operación, publicitación y comercialización de bienes y servicios a través de la Internet y redes de cómputo, se encuentra actualmente innominado en nuestra legislación, siendo de mayor importancia para el desarrollo y fomento de la aplicación de servicios proporcionados por medio de nuevas tecnologías, qué se proporcione un marco jurídico fundamental que otorgue a los interesados una sensación mínima de seguridad y confianza en las operaciones realizadas en éste medio.

En figuras contractuales reguladas por el Derecho civil y mercantil, encontramos disposiciones afines con conceptos aplicables a la prestación del servicio de información en línea, sin encontrar en uno mas similitudes que otro; el emplear uno solo de estos ordenamientos para clasificar al CIL significaría limitar el servicio y coartar las posibilidades de crecimiento y variedad de útilerias empleadas por medio del proveedor de acceso, ya que para la adecuada operación de las Redes de cómputo, es necesario de empresas o proveedores multidisciplinarios que provean de toda clase de servicios.

Nos encontramos en los umbrales del Siglo XXI, y es ahora cuando se hacen realidad los pronósticos de antaño, donde se aseguraba que un prestador de servicios que no utilizara varias disciplinas para su mejor desempeño, quedaría sumido en el descrédito, Es ahora cuando se hace más notoria la obligación de la ley, de estar preparada con figuras y disposiciones adecuadas para regular las relaciones entre los particulares que cada vez son más complejas y cambiantes; Es parte de la propia naturaleza del ser humano el ser conflictivo y el adecuar las circunstancias a su conveniencia, es por lo tanto que las leyes no pueden quedarse al margen y prever las posibles controversias derivadas de las relaciones comerciales.

Un contrato tan complejo como el CIL, que en un mismo cuerpo contemple cláusulas económicas, de conducta y responsivas, derivadas de otros, como lo son el suministro, la suscripción, la prestación de servicios profesionales y el arrendamiento, todas enfocadas a la prestación de un servicio tan importante hoy día como lo son los medios masivos de comunicación, anexando la posibilidad de comerciar, publicar y difundir desde cualquier terminal conectada a un proveedor de acceso, información de todas las índoles, merece de una tipificación legal diferente a la que se le tiene actualmente: Ninguna.

CAPITULO CUARTO

PROTECCION A LA PROPIEDAD INTELECTUAL Y DISPOSICIONES COMUNES APLICABLES A LA INFORMACION TRANSMITIDA POR REDES DE COMPUTO.
INTRODUCCION.
“Sociedad de la Información”; es el término más usado en los tiempos actuales para describir a la comunidad occidental en los últimos años del Siglo XX; los avances científicos y tecnológicos relacionados con la rama industrial, así como la forma de vida contemporánea comercial, profesional, doméstica y de entretenimiento, se basan principalmente por su naturaleza y para su correcto desenvolvimiento acorde con los sistemas económicos en el “know how” o también conocido en México como: “El saber como hacerlo”.

La cultura al reconocimiento y valoración de la propiedad industrial y a los derechos de autor, ha tomado recientemente en el ámbito mundial una fuerza nunca antes imaginada; en nuestro país, después de muchas renuencias por parte de la comunidad comercial, se obtuvo una legislación clara y determinada para cada uno de los aspectos referidos, siendo creados y reformados ordenamientos en el periodo comprendido entre los años 1989-1994 en una cantidad mucho mayor a las que se habían realizado en toda la historia de las legislaciones relacionadas con la materia.

Son conocidos los innumerables beneficios tanto económicos como morales para el titular de un derecho de autor o de algún elemento de propiedad intelectual que cuente con un mediano éxito, siendo esto uno de los factores más determinantes para el fomento e impulso a la actividad creativa contemporánea; Hoy día la promoción de bienes y servicios por medio de Redes de computo como la Internet, es un negocio que exclusivamente basa su rentabilidad en la titularidad de los publicistas de los derechos de autor y propiedad industrial (marcas, logotipos, modelos de útilidad etc.). plasmados en su material y difundido a escala mundial.

La mayoría de los servicios proporcionados por medio de la Red, básicamente y en términos técnicos se divide en dos tipos: La materialización de textos (diagramas, gráficos, logos y animaciones), por medio del HTTP (Hiper Text Transfer Protocol) y la transmisión de archivos (programas, útilerias, sistemas operativos, antivirus etc.) por medio del FTP (File Transfer Protocol); siendo ambos sujetos potenciales a su regulación jurídica y protección en su forma y fondo en múltiples aspectos.

Por lo tanto, él Legislador en su carácter de creador de las reglas de conducta del ser humano, tiene la enorme responsabilidad de garantizar que el uso y las actividades relacionadas con bienes susceptibles de protección a la propiedad intelectual, esté en su totalidad contemplado en un sistema de normas jurídicas determinadas y concretas; y es en éste caso en particular, donde las relaciones Internacionales representan un papel determinante en la regulación y control de la información trasmitida transfronterizamente.

Los cuestionamientos jurídicos a resolver con objeto de otorgar una optima protección legal a los derechos de autor y la propiedad intelectual, y que han sido planteados con motivo de las nuevas tecnologías de la información, son muchos; entre éstos básicamente encontramos el relacionado con el respeto y reconocimiento a los derechos de autor del “software” o soporte lógico, así como, a la información que es transmitida por éstas Redes de información. Es en el desarrollo del presente capitulo, donde se hará un estudio sistemático del problema con el afán de encontrar las soluciones más convenientes.

PROPIEDAD INTELECTUAL DE LOS PROGRAMAS DE COMPUTO.

DEFINICIÓN DE SOFTWARE O SOPORTE LOGICO.

La palabra “Software” en nuestro lenguaje actual formado por diversos anglicismos, es utilizada para definir diversos productos relacionados con el cómputo. En términos generales comprende los elementos para la identificación y análisis de un planteamiento a resolver por la computadora; se le ha traducido al español como la estructura lógica que le permite a la computadora desempeñar la función deseada por el usuario.

Buscando entre múltiples definiciones utilizadas por diversos diccionarios y tratadistas, se considera como una de las más completas para el desarrollo de esta investigación es la utilizada por el Doctor Correa, que dice: “Software o programa de computación es una expresión (organizada, estructurada) de un conjunto (secuencia, combinación) de instrucciones (afirmaciones, ordenes) en cualquier lenguaje o anotación (de alto nivel, intermedio o de ensamblaje, o de máquina) en cualquier medio (magnético, óptico, eléctrico, en papel o en cintas, discos, “chips”, circuitos) apto para lograr que una computadora (directa o indirectamente) realice un trabajo o ejecute una función especifica”2.

En la nueva ley federal del derecho de autor, cuya vigencia empezó a partir del 24 de marzo de 1997, se incorpora la definición legal de programa de computación como “la expresión original en cualquier forma, lenguaje o código, de un conjunto de instrucciones que, con una secuencia, estructura y organización determinada, tiene como propósito que una computadora o dispositivo realice una tarea o función específica”.

Tomando en cuenta los conceptos referidos en la ley citada y el estructurado por Correa, con fines didácticos y a partir del presente estudio, concluimos que el software es una especie de “marco” en el cual se trabaja por medio de un Computador y por medio del mismo o de otro aplicable, se transmite la información en general a un sitio determinado; y los datos obtenidos y/o transmitidos son la información en sí misma, que es enviada o ejecutada por medio de un procesador. Ambos (marco e idea) son considerados como objetos susceptibles de protección a la propiedad intelectual del autor.

PROTECCION JURIDICA DEL SOFTWARE E INFORMACION TRANSMITIDA POR RED.

¿PATENTE O DERECHOS DE AUTOR PARA EL SOFTWARE?

Los posibles medios de protección legal al creador de sistemas de cómputo se dividen fundamentalmente en dos: Régimen de Patente o Protección por Derechos de autor, diferenciándose uno del otro en sus alcances y eficacia legales; el cuestionamiento referente a ésta disyuntiva ha sido motivo de controversias en cuanto al régimen aplicable al software, ya que se alegaba que la realización del software satisfacía los requisitos de novedad, actividad inventiva y aplicación industrial, elementos esenciales para la patentabilidad de invenciones, pero, se descartó éste sistema, argumentando que la esencia del software reside en su naturaleza de esquema mental o método que es proyectado en una serie de instrucciones dadas a una computadora, sin contar en su forma intrínseca con un elemento material o tangible, ya que el CD, Jazz, Zip, disco de 3¼, disco duro etc. en que se guarda o deposita dicho esquema, no constituye la esencia del software sino únicamente su forma de almacenamiento.

Siendo que, a pesar de lo expuesto y en virtud de las características propias de algunos inventos que en su estructura están incluidos programas de cómputo para su funcionamiento, se establece la excepción a dicha regla, admitiendo legalmente el patentamiento de invenciones que para su desempeño y operación, requieran de software o programas de computación quedando en conjunto, un resultado patentable.

En la Convención de Munich de 1973 sobre la patente Europea, se excluyeron expresamente los programas de computación del campo de las invenciones patentables esgrimiendo los mismos razonamientos anteriores3; Los Estados Unidos de América contaban con dicho criterio plasmado en su legislación desde mucho tiempo atrás a la convención citada y poco tiempo después, los legisladores de Francia, Alemania, Italia, Suecia, Dinamarca, Finlandia e Inglaterra incorporaron dicha exclusión en sus ordenamientos nacionales, a diferencia de la mayoría de las legislaciones de países subdesarrollados de Asia, Africa y el oeste de Europa, quienes actualmente, no hacen mención alguna al tema.

En nuestra legislación mexicana, expresamente en la fracción IV del artículo 19 de la Ley de la propiedad industrial, se hace alusión al régimen legal aplicable al software, excluyendo a los programas de cómputo de ser patentados por “no ser considerados invenciones para los efectos de ésta ley”; el fundamento de dicha disposición se basa principalmente, y a nuestro criterio no muy acertadamente, en la “imposibilidad de establecer con certeza la novedad y prioridad en la búsqueda de antecedentes, que son requisitos para su patente”.

DERECHOS DE AUTOR: MEDIO UNIVERSAL DE PROTECCION DEL SOFTWARE.

Al excluir el sistema de protección al software por medio de la patente y al descubrir la carencia de disposiciones referentes al tema, fueron adaptadas las legislaciones de Derechos de Autor en la mayoría de los países de primer mundo, tomando como fundamento para las nuevas reglamentaciones criterios conocidos y principios básicos del derecho y adaptados (erróneamente en algunos casos) a las exigencias de los productores y comercializadores de software; quedando como consecuencia el régimen de protección legal de Derechos de autor como medio legal utilizado por la mayoría de los países para proteger legalmente el software y a la información transmitida telemáticamente; siendo que, en algunos casos y al ver lo inadecuado de dicha medida, como lo fue en Francia, al ser aprobada la modificación a su legislación de derechos de autor para tipificar el “logiciel” o software, se especificó que aquello era una medida temporal, ya que “El objetivo último es el resultado de una forma específica de protección que seguramente tardara todavía unos años en ser encontrada.4” Siendo hoy día, 13 años después, sin que se haya encontrado en sus legislaciones un ordenamiento, reforma o anexo especial o más específico.

En la reforma a la Ley Federal de Derechos de Autor mexicana del 17 de julio de 1991, se añade al artículo 7º. referente a los sujetos de protección por dicho ordenamiento, la fracción incluyendo a los programas de computación como tales, y posteriormente en vista de las dificultades generadas por la inexactitud de la ley o la incompatibilidad del software con las obras literarias, es abrogada para ser substituida por un nuevo ordenamiento (nueva ley federal del derecho de autor 24/3/97) que busca diferenciar cada área con sus particularidades y así se armonice en su conjunto la regulación de la materia, con las necesidades requeridas por los nuevos sistemas de publicitación.

Sin embargo, y a pesar de lo estipulado en la nueva legislación, en él análisis a la aplicabilidad del régimen de derechos de autor como protección a los programas de cómputo, surgen varias interrogantes derivadas de la naturaleza misma del software, y que no lo hace similar al común denominador de las demás obras tuteladas por dicho ordenamiento, una de ellas es la referente a su clasificación: ¿Es el programa de cómputo una obra literaria, científica o artística?; en el artículo 102 del nuevo ordenamiento se establece que los programas de computación se protegen en los mismos términos que las obras literarias, por lo que se supone que el legislador encuentra similitud entre ellos, siendo que sí clasificamos los programas de cómputo por su objeto, se descartaría automáticamente como obra literaria o artística, ya que el objeto de estas dos últimas es su pura existencia y el programa tiene por objeto el resultado obtenido de un proceso generado de dar una secuencia de instrucciones indistintamente del tipo de programa. Además, se necesita de un equipo adecuado o terminal de cómputo según sea el caso (hardware), para su virtual existencia y desempeño.

En cuanto al establecer una comparación del software con una obra científica, Troller nos dice: “La obra científica se limita a organizar pasos, secuencias y mecanismos y lograr un conjunto de instrucciones. El programa es funcional a la obtención de un resultado esperado, y si no se llega a él, el programa no existe”5. Por lo que sí tomamos en cuenta que existen programas de cómputo con disfunciones, sin poder especificar o separar las partes útiles con las que generan un conflicto por ser en su conjunto una unidad indivisible, esto implicaría la imposibilidad de ser protegido como un derecho de autor ya que no cumple con la formalidad de una obra científica. 

Otro de los requisitos impuestos a una invención para su protección como un derecho de autor, es que la creación (obra) sea la expresión original de la actividad intelectual de la persona, es decir, se requiere que la creación debe de tener elementos propios de la personalidad del autor y por esto se especifica “esfuerzo intelectual personal”, partiendo de éste supuesto ¿Cómo se determinaría el grado de esfuerzo intelectual del programador o de cada uno de los programadores? o, ¿Un programa de hoja de cálculo marca Excel que tan original es comparado con el Works?, ambos son de diferentes compañías productoras de programación y los dos cuentan actualmente con registro de autor.

Ejemplos como los mencionados anteriormente, hacen que los principios regístrales de derechos de autor se desvíen un poco, pareciéndose a los principios patentables, ya que si la originalidad requiere de elementos propios de la personalidad del autor y no existe un programa de computación que en su totalidad tenga el sello personal de su autor, ya que en su mayoría la creación de software es producto de trabajo en equipo o de distintos equipos situados en diferentes lugares, ¿Todos ellos serian autores?, se supone que sólo una persona o un grupo relacionado puede adjudicarse el logro, ¿se registraría la labor que realizo cada uno de los miembros del equipo?. En la practica se admite el registro de obras colectivas estableciéndose como requisito que sea el titular una persona moral, sin que sea posible atribuir a cada uno de ellos un derecho distinto e indiviso sobre el conjunto realizado.

CONVENCION DE BERNA SOBRE DERECHOS DE AUTOR. 

La convención internacional sobre unificación de criterios de Propiedad Intelectual celebrada en la ciudad de Berna, ha tenido múltiples modificaciones y ratificaciones en diferentes partes del mundo, conservando en todos los casos el nombre de Convenio de Berna en honor de la pionera sobre este tema; en un breve estudio a la asamblea mencionada encontramos disposiciones relacionadas y aplicables a la propiedad intelectual de los creadores de programas e información transmitida por las Redes de cómputo; entre sus principales dogmas se encontraban los siguientes:

a) Los autores tienen el derecho exclusivo de autorizar la utilización de sus obras por cualquier medio y exigir una compensación económica.

b) Se establece una protección común mínima, que debe ser absorbida por las legislaciones nacionales.

c) La obra extranjera es protegida en la misma forma que la nacional.

México, al igual que los Estados Unidos de América, se negó a participar en la primera acta en Berna y no fue hasta la revisión de ésta en Bruselas el año de 1968 cuando se adhirió al sistema y posteriormente fue ratificada por el Gobierno de Luis Echeverría en 1974; dicha convención es administrada por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y se encuentran suscritos la mayor parte de los países Europeos y de América Latina6.

CONVENCION UNIVERSAL SOBRE DERECHOS DE AUTOR.

Ésta fue realizada en la ciudad de Ginebra el año de 1952 con el claro propósito de lograr el ingreso de los Estados Unidos y la Unión Soviética al sistema común, quienes siempre se negaron a suscribir Berna; obteniéndose por primera vez en la historia, que las grandes potencias del mundo y la mayoría de los países de ambos bloques compartieran un ordenamiento universal. México igualmente participo en ésta y formó parte del grupo de los que propugnaron por el sistema de salvaguardia que permitió ligar entre sí, países que formaban parte de Berna o de algún otro Tratado relacionado al tema y ajeno a los del sistema de la ONU.

Entre los principales acuerdos obtenidos con motivo de esta convención, se redujeron los plazos de protección a los derechos de autor, se pacto el seguimiento de los mismos principios generales convenidos en el tratado de Berna; y el cambio de administración y control de la asamblea, designando como nuevo titular a la UNESCO, quien hoy día trabaja en este aspecto estrechamente relacionada con la OMPI.

Se crearon las sociedades de autores, con el objeto de promocionarse, unificar criterios y tratar con uno solo organismo a la vez; así como la inclusión de los derechos básicos de reproducción y de representación o ejecución pública Y por último, se implemento un sistema de reglas para hacer más flexibles y protectores estos derechos en beneficio de los países en vías de desarrollo.

Estas dos Convenciones son los Tratados internacionales más importantes sobre Derechos de Autor que ha suscrito México.

En la aplicación de estos tratados con la protección del Software e información transmitida por medio de la telemática, de los temas más importantes que cabe señalar sobre los tratados descritos, son las disposiciones relativas al plazo de protección al autor sobre sus creaciones, ya que se otorga como un mínimo de protección de 25 años a los creadores de software, siendo a nuestro criterio inadecuado y contrario al espíritu impulsor de dichas legislaciones, considerando que los programas de computo deberían de tener un tratamiento jurídico distinto, ya que un plazo de 25 años de protección es exagerado en vista de la velocidad con que avanzan este tipo de tecnologías, obstaculizando la investigación y el mejoramiento de programas de cómputo protegidos durante todo un cuarto de siglo.

Plaisant, especialista francés sobre la propiedad intelectual establece: “Proteger está bien, pero sin olvidar el ámbito público y la libertad necesaria para el progreso. El derecho de autor no molesta en las obras literarias y artísticas porque ellas no comprometen el desarrollo industrial y comercial. La extensión fuera de su campo natural es peligrosa por el riesgo de trabar el progreso. Se impone prudencia en esta materia; extender el Derecho de Autor al logiciel (Software) será probablemente excesivo7”.

PROBLEMATICA DEL TRATO DE SOFTWARE COMO DERECHO DE AUTOR.

Otro de los problemas relacionados con la aplicación del régimen de protección de derechos de autor como medio de protección legal al Software, es el relacionado con la prohibición de que la obra no sea alterada, mutilada, modificada etc. ya que, en muchos de los casos por la naturaleza misma y las condiciones implícitas de operación en los programas de cómputo, él usuario los personaliza, corrige errores o “bugs”, o modifica vías de acceso; en legislaciones como la francesa esto se encuentra previsto de manera autónoma a la voluntad del titular de los derechos, restringiéndole la facultad mencionado al autor sólo en determinados casos.

En la nueva ley federal del derecho de autor mexicana, el supuesto se encuentra previsto parcialmente en su artículo 106. Que establece que “el derecho patrimonial sobre un programa de computación comprende la facultad de autorizar o prohibir:

I.
La reproducción permanente o provisional del programa en todo o en parte, por cualquier medio y forma;

II.
La traducción, la adaptación, el arreglo o cualquier otra modificación de un programa y la reproducción del programa resultante;

III.
Cualquier forma de distribución del programa o de una copia del mismo, incluido el alquiler, y

IV.
La decompilación, los procesos para revertir la ingeniería de un programa de computación y el desensamblaje.

Siendo que en la práctica, la facultad mencionada y que debe ser ejercitada por su autor en la licencia de uso incluida con el programa, omiten mencionar razón alguna que permita o prohiba modificar el programa en cuanto a lo expuesto, por lo que al no haber disposición referente a la ausencia de ésta, se presenta el cuestionamiento referente a los casos en que se encuentra protegido o es permitido al usuario modificar el programa adquirido sin necesidad de licencia, ya que en su gran mayoría las mejora o “upgrades” a programas de cómputo se debe en gran parte por modificaciones hechas por usuarios.

En el punto referente a las reproducciones permitidas de la obra, encontramos diversas contradicciones y ausencia de determinaciones claras en las legislaciones referentes al tema, ya que surgen las interrogantes relacionadas con el almacenamiento de los programas en el disco duro de un procesador para su operación, por lo que al hacerlo se tendrían 2 ejemplares del mismo y sí seria realmente una copia del original; muchos o casi todos de los programas necesitan ser instalados o transferidos al disco duro para poder correrlos, si no fuera así el programa no tendría ninguna utilidad; se sostiene que el pasar o el fijar un programa en la computadora no es una violación, lo es cuando se es fijado en un medio materialmente tangible, pero el respaldo o “Back up” usado de salvaguardia es una violación a los Derechos de Autor, sin embargo, una vez mas se altera la disposición para permitir al usuario autorizado de un programa de computación, realizar el número de copias que le autorice la licencia concedida por el titular de los derechos de autor, o una sola copia de dicho programa siempre y cuando:

I.
Sea indispensable para la utilización del programa, o

II. Sea destinada exclusivamente como resguardo para sustituir la copia legítimamente adquirida, cuando ésta no pueda utilizarse por daño o pérdida. La copia de respaldo deberá ser destruida cuando cese el derecho del usuario para utilizar el programa de computación. I
Se específica que la copia adquirida legalmente por el usuario es para el uso exclusivo del comprador, ¿pero si éste es una persona moral?, ¿No podría utilizarse en todas las máquinas propiedad del comprador?, ¿Que seria de programas interactivos como el WINDOWS para grupo sí ésta disposición general de los Derechos de autor fuera aplicada estrictamente?, Respuesta: una vez mas se adecuan las disposiciones permitiendo al distribuidor otorgar licencias colectivas para usos múltiples, especificando en las mismas cuantas y que máquinas son las autorizadas que utilizaran este servicio, rompiendo con el espíritu del derecho de autor y del libre uso de la propiedad privada.

APORTACIONES SOBRE EL TEMA.

En el desarrollo del análisis sobre la naturaleza jurídica del software, en nuestra opinión, se considera que las legislaciones mundiales han creído encontrar la solución de este problema encasillando la creación del software, programa de computación o soporte lógico cualquiera que sea su denominación, en el régimen de protección y regulación de los derechos de autor, no obteniendo como resultado otra cosa más que un remiendo incongruente e inadecuado para el tratamiento del problema; se forzaron las legislaciones de derechos de autor para dar cabida a algo que ni siquiera concuerda con la definición general de “obra”, ya que la naturaleza técnico - industrial de los programas difiere en concepto con la definición de obra como se analizo anteriormente, y aún peor se modificaron disposiciones relacionadas intrínsecamente con los principios generales del derecho de autor, como lo son los derechos morales del autor que fueron restringidos; el plazo de protección legal y en ordenamientos como el francés se cancelo al autor de software el derecho de retracto, es decir, la facultad legal del autor de en cualquier momento y con causa justificada, puede cancelar y exigir la devolución de su obra.

Sí existe alguien a quien culpar de ésta descabellada salida de emergencia jurídica, serian a los legisladores de cada país, ya que tomaron la medida más fácil y utilizada en las últimas décadas: esperar que los legisladores Estadounidenses claramente influenciados por los usos comerciales y las presiones ejercidas por el poderío económico que representan los productores de software, tipificaran la protección legal y luego imitarlos.

Pero en la búsqueda de una adecuada legislación utilizando para esto las fuentes y los principios generales del Derecho, encontramos el concepto de Radbruch citado por Iribarne donde dice “La Idea del Derecho no sólo está obligada a tomar la naturaleza de la cosa, sino que está determinada internamente por ella. La naturaleza de la cosa está indisolublemente fundida en esta idea8.”

Por lo que se concluye a partir de lo expuesto y analizado, que un programa de computación y la obra intelectual son desde el punto de vista de su esencia y de su conceptualización jurídica, completamente distintos y por lo tanto, es aceptable por la necesidad de contar con un ordenamiento de control, mas no es correcto ni congruente tratar de relacionar uno como derivado del otro.

INFORMACION TRANSMITIDA POR RED.

La protección legal que se le otorga a la información transmitida por medios telemáticos y la puesta a disposición del público, varia según las características y condiciones de la misma y la forma en que es transmitida o puesta su disposición por su autor, encontrando en el caso de material relacionado con los derechos de autor como lo serían las obras literarias, artísticas, científicas o estéticas interpretaciones o ejecuciones publicadas o transmitidas por medios electrónicos a través del espectro electromagnético y de redes de telecomunicaciones y el resultado que se obtenga de esta transmisión no pierden por ese hecho su carácter y estarán protegidas por la ley. En cuanto a los derechos de propiedad intelectual relacionado con marcas, diseños, modelos de utilidad etc., la protección derivada del registro de marcas y patentes ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI) abarca cualquier uso o medio por el cual se pueda publicitar.

En el ámbito Internacional, los Tratados de Berna como pionero y la Convención Universal, ejercen su jurisdicción total por medio de la OMPI y la UNESCO en todos los países que suscribieron dichos tratados. Presentándose la problemática en la práctica, en los casos de servidores con información o material que viole las disposiciones pactadas, derechos autorales y/o de propiedad intelectual situados materialmente en países fuera del sistema común de protección internacional; o en la transmisión de información o publicidad permitida en el país de origen, pero restringida o prohibida en otros, como lo fue el caso de un servidor situado en California publicitando la corriente Neo nazi y alabando los campos de concentración y laboratorios de experimentos humanos utilizados por Alemania en la Segunda Guerra Mundial, y que ocasionó el cierre de las redes telemáticas alemanas a todos los servidores del oeste de los Estados Unidos por ser éste material prohibido y severamente castigado por las legislaciones Alemanas.

Los medios de defensa legal relacionados con la defensa de los derechos mencionados y relacionados con litigios y arbitrajes son extensos y variados; pero, en la práctica solo son utilizados por empresas comerciales significativas o autores de obras famosas y de relevancia mundial, por contar con los recursos necesarios para emprender acciones, por lo que sería conveniente intentar por medio de la vía internacional, tratados sobre el tema que faciliten y abaraten los medios de defensa para los pequeños empresarios que caigan en el supuesto.

EL SECRETO INDUSTRIAL Y PROFESIONAL EN INFORMACIÓN TRANSMITIDA POR RED.

Las regulaciones relacionadas con el tema se refieren únicamente a la obligación de los contratantes o partes en determinado asunto, en este caso usuarios interconectados entre sí, a conservar y no divulgar información industrial o profesional obtenida por medio de este servicio, pero no obliga a terceros que por diversos medios electrónicos pueden accesar a dicha información y en la mayoría de las veces, sin ser notados, por lo que las responsabilidades derivadas de la divulgación recaerían sobre la parte que tuvo acceso legalmente a dicha información sin encontrar técnicamente pruebas que demostrasen lo contrario. En cuanto a la responsabilidad del contratante cuyo personal divulga algún secreto, es limitada, ya que habría que probarse que el contratante no tomó las medidas necesarias de protección a la información, o que actúo dolosamente.

Asimismo, se toma en cuenta para deslindar responsabilidades y determinar el monto de la indemnización, la calidad de la información, el medio por de obtención, la naturaleza del software, el puesto del que obtiene el secreto y el daño pecuniario demostrable causado al ofendido.

La doctrina, señala tres categorías de personas que pueden violar el secreto sobre el software o información transmitida por Red:

I) Los empleados, que deben observar discreción y fidelidad, y cuyas acciones violatorias pueden ser sancionadas laboral, civil o penalmente según sea el caso.

II) Los prestatarios de servicios que pueden incurrir en abuso de confianza o en corrupción si reciben una contraprestación por la revelación del secreto, y

III)Los usuarios obligados por disposiciones contractuales9.

Las responsabilidades legales derivadas de la intromisión, divulgación y retransmisión de señales privadas, varían según su naturaleza en el cumplimiento de sanciones administrativas, civiles, fiscales y en algunos casos, penales.

Más, es conocido que en el medio informático existen personas o grupos de individuos denominados en comúnmente como "Hackers", quienes hacen uso de sus avanzados conocimientos en computación y redes, para “infiltrarse” en servidores o terminales bloqueadas o que no se encuentran al servicio del público en general, obteniendo de sus “entradas” información relevante, que en algunos casos podría determinar el éxito o el fracaso de una empresa, o en el peor de los casos en sistemas estratégicos gubernamentales como lo fue el caso de los chicos Crawford que obtuvieron información clandestina de la CIA norteamericana con motivo de sus múltiples “entradas” al sistema más seguro del mundo.

La solución que se le ha dado a ésta problemática, es la de incluir en el software utilizado para “navegar” por las Redes o para enviar y recibir correo electrónico (E-Mail), medidas de seguridad y la advertencia de que la comunicación puede ser intervenida o ser vigilada por terceras personas. Otros métodos alternativos para contrarrestar la filtración de información, son el uso de mensajes encriptados o codificados, uso de “Passwords” o palabras de combinación de letra con números, cambiantes y transmitida por otras vías distintas a la Telemática, dificultando el acceso al canal o frecuencia de comunicación utilizada, o el intercalar vías y formas de conectarse por medio de la Red, éste último es el método recomendado a industriales por la Agencia Central de inteligencia (CIA) de los Estados Unidos de América.

NORMAS COMUNES APLICABLES AL USO DE TRANSMISION DE INFORMACION POR RED.

El uso de la Telemática, lógicamente no se escapa de la jurisdicción que ejercen las normas civiles, penales, administrativas, fiscales y en general del fuero común y federales, así como de tratados internacionales sobre estas ramas; Tanto los principios generales del derecho como las disposiciones generales de los Códigos Civiles y Penales abarcan las conductas o actividades ejercidas por este medio y que recaigan en sus supuestos.

Serían en el caso del Derecho Penal, fraudes cometidos con el uso de terminales de cómputo y Redes, hurto, abuso de confianza, divulgación de secretos, enriquecimiento ilícito, etc.

En materia Civil, se podría reclamar la responsabilidad civil, el pago de daños, perjuicios y la reparación del daño ocasionado con uso de la Telemática; En materia de obligaciones, es válida la manifestación unilateral de la voluntad para estipular cláusulas contractuales u ofertas hechas por Red; Así como la intervención y jurisdicción de la Procuraduría Federal del Consumidor, en negocios comerciales o de prestación de servicios con publicidad en este medio.

En términos generales, los tribunales jurisdiccionales y las secretarías de gobierno (comunicaciones y transportes, gobernación y relaciones exteriores), tienen injerencia legal y directa en asuntos relacionados con manejo, transmisión y el uso de la Red.

Se podría concluir afirmando que a diferencia de lo que muchas personas piensan, influidas evidentemente por películas o series de televisión, que no existe ilícito que se pueda cometer por medio de las computadoras y sus múltiples servicios que no sea perseguido y castigado por la acción de la Justicia.
CONCLUSIONES AL CAPITULO.

En el desarrollo del presente análisis, se busco demostrar la deficiencia de las legislaciones actuales para controlar y regular específicamente el uso y creación de programas de cómputo, así como de su transmisión por medio de Redes de computadoras como lo es la INTERNET; se busco demostrar que, la tendencia y aplicación legal actual de considerar al software como una obra susceptible de ser protegida bajo el régimen de los derechos de autor es inadecuada e incluso opuesta en varios sentidos a los principios generales de la protección autoral; por lo que un régimen independiente y creado a la medida de su problemática, sería lo más conveniente.

Se propugna por una legislación que sea diseñada de tal forma que asegure un equilibrio entre los intereses de los diseñadores de programas con los usuarios; y que tenga como objetivo primordial, facilitar legalmente el tráfico de información con fines de un desarrollo más dinámico de la industria y el comercio, dejando al régimen de derecho de autor en segundo plano como materia supletoria.

De lo contrario, en poco tiempo y con la velocidad de avance que caracteriza a los sistemas telemáticos y de cómputo, las legislaciones actuales serán obsoletas para regular incluso los principios básicos de protección al software.

Vivimos en la sociedad de la información, donde el Saber como hacerlo, es un factor determinante en la actividad económica de nuestro país; los programas de computación son una parte importante en este “Know How” y es obligación de los legisladores, el regular la materia con objeto de prevenir controversias y fomentar el avance industrial, económico y profesional de México, con miras de lograr una efectiva competitividad a escala mundial de que tanto se hablado; y esto no puede ser de otra forma que por medio de un conjunto de leyes justas, claras y completas que fomenten, auxilien y equilibren las relaciones de sus gobernados.
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